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INTRODUCCION
La Contraloría de Bogotá, en desarrollo de su función constitucional y legal, y en cumplimiento de su Plan de Auditoría Distrital 2003 – 2004, Fase II, practicó Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral, Modalidad Especial a la gestión fiscal del Instituto Distrital para la Recreación y el Deporte, en relación con Administración del Parque El Salitre, Administración de parqueaderos, Complejo Acuático Simón Bolívar, evaluación a la contratación de prestación de servicios,  Convenio Interadministrativo entre el I.D.R.D. y FONADE y Recursos percibidos por suscriptores de teléfono.

La auditoría se centró en la evaluación a la muestra seleccionada de la contratación que afectó los temas enunciados, la cual fue analizada con base en las normas legales y demás reglamentos relacionados con la materia.

Durante el proceso de auditoria se dio traslado en tiempo real de los hallazgos a la Directora del Instituto. Las respuestas dadas por la Entidad fueron analizadas, evaluadas e incluidas en el informe cuando se consideró pertinente.

Dada la importancia estratégica que el Instituto Distrital para la Recreación y el Deporte tiene para el sector Educación, Cultura, Recreación y Deporte y la ciudad, la Contraloría de Bogotá, espera que este informe contribuya a su mejoramiento continuo  y con ello a una eficiente Administración de los recursos públicos, lo cual redundará en mejorar la  calidad de vida de los ciudadanos de la Capital.

1.  DICTAMEN DE AUDITORIA GUBERNAMENTAL CON ENFOQUE INTEGRAL MODALIDAD ESPECIAL
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Ciudad
La Contraloría de Bogotá con fundamento en los artículos 267 y 272 de la Constitución Política, la Ley 87 de 1993, la Ley 42 de 1993 y el Decreto 1421 de 1993, practicó Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Especial, a la gestión y resultados de los contratos relacionados con  Administración del Parque El Salitre, Administración de parqueaderos, Complejo Acuático Simón Bolívar, evaluación a la contratación de prestación de servicios (enero a abril de 2004), Convenio Interadministrativo entre el IDRD y FONADE y Recursos percibidos por suscriptores de teléfono, a través de la evaluación de los principios de eficacia, eficiencia, legalidad y economía con que administró los recursos y los resultados de su gestión.

Es responsabilidad de la administración el contenido de la información  suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá, la responsabilidad de la Contraloría de Bogotá consiste en producir un informe que contenga el concepto sobre la gestión adelantada por la administración de la entidad, en los temas evaluados, que incluya pronunciamientos sobre el acatamiento a las disposiciones legales en materia de contratación  y la calidad y eficiencia del Sistema de Control Interno en el área de contratación.

El informe contiene aspectos administrativos, financieros y  legales que una vez detectados como deficiencias por el equipo de auditoría, algunos fueron  corregidos  y otros serán corregidos por la administración, lo cual contribuye al mejoramiento continuo de la organización y por consiguiente en la eficiente y efectiva prestación de  servicios en beneficio de la ciudadanía, fin último del control.

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con las normas de Auditoría Gubernamentales compatibles con las de general aceptación, así como con las políticas y  los procedimientos de auditoría establecidos por la Contraloría de Bogotá, por lo tanto, requirió, acorde con ellas, de la planeación y ejecución del trabajo de manera que el examen proporcione una base razonable para fundamentar los conceptos y la opinión expresada en el informe integral. El control incluyó el examen, sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan la gestión de la entidad y el cumplimiento de las disposiciones legales, así como la adecuada implementación y funcionamiento del Control Interno en el área de contratación.

Concepto sobre Gestión y Resultados 

La evaluación del Sistema de Control Interno del área de contratación permitió observar irregularidades, fundamentalmente en la fase de Administración del Riesgo, toda vez que no existe un adecuado control y supervisión de las obligaciones establecidas en los contratos objetos de estudio, generando las irregularidades señaladas en el capítulo de resultados de la  auditoría.

Igualmente existen debilidades en las fases de Operacionalización de los elementos y Documentación, evidenciadas en la falta de documentos que soportaran todo el proceso de ejecución del contrato 136/94 suscrito con Reforestación y Parques S.A., desde su inicio hasta la fecha, lo que motivó a que cierta información financiera y de ejecución de obras fuera suministrada por dicha Sociedad. 

En esta auditoría se abarcaron diferentes temas a saber: Contrato 136/94 suscrito con Reforestación y Parques S.A.,  Contratos de concesión de parqueaderos, Contratos para la construcción del Complejo Acuático, Convenios suscritos entre el IDRD y FONADE, Contratación suscrita entre enero y abril de 2004 mediante órdenes y contratos de prestación de servicios para desarrollar labores administrativas y Evaluación de los recursos recibidos por el IDRD por concepto de suscriptores de teléfono:

En este orden de ideas, iniciamos con los resultados obtenidos en la evaluación al  Contrato 136/94 suscrito con Reforestación y Parques S.A :

Esta acreditado que el IDRD y la Sociedad Reforestación y Parques S.A suscribieron el 22 de junio de 1994 directamente el  contrato de arrendamiento  136 de 1994, sin que la entidad contratante  acudiera al mecanismo general de la licitación  que prevé el numeral 1º del artículo 24 ibídem, para seleccionar al contratista. En efecto, el IDRD  recurre a la contratación directa para celebrar un contrato que denominó de arrendamiento para evadir la licitación, cuando el objeto contractual y demás disposiciones pactadas informan que es un contrato de concesión para la explotación  de un bien de uso  público.

Así entonces, el Director del IDRD desconoció abiertamente los principios que gobiernan la actividad contractual, de igualdad, publicidad y de transparencia y la regla de selección objetiva, al escoger de manera directa a la  Sociedad Reforestación y Parques S.A., sociedad que fue creada para celebrar el citado acuerdo de voluntades, pues la misma se constituyó el 10 de junio y el contrato se signó el 22 de junio del mismo año de 1994, lo que nos indica que esta firma no poseía ninguna experiencia en el ramo de la recreación y  que fue constituida para celebrar el contrato 136, con lo cual queda claro que existió una manifiesta desviación de poder.  

Así mismo, con la auditoría se determinó que la Sociedad Reforestaciones y Parques S.A. ha incumplido de manera grave y reiterada las obligaciones establecidas en el contrato y en sus actos modificatorios, sin que el Instituto haya tomado las medidas pertinentes y adecuadas para evitar un detrimento al patrimonio del IDRD,  con lo cual se ha beneficiado al contratista, es el caso de:

a) Se estableció un daño al patrimonio por $ 21.854.1 millones, ocasionado, de una parte, por el incumplimiento  de la Sociedad Reforestación y Parques S..A. en la ejecución de las atracciones representadas en obra civil (zoológico, delfinario y adecuación concha acústica), así como por la gestión fiscal antieconómica e inequitativa del Instituto, toda vez que a la fecha no ha solicitado al contratista la construcción de otras obras de similares características, ni ha ajustado el valor de los ingresos. 

Lo anterior debido a que a través del Acta Modificatoria No. 5 de 1998, el I.D.R.D. disminuyó la tarifa del canon de arrendamiento del 10% al 4% a cambio de una inversión total de $42.000 millones por parte del “ARRENDATARIO”,   destinada a la construcción del zoológico, delfinario y adecuación concha acústica, entre otras,  las cuales  obedecían a obras civiles, lo que significaba que éstas entrarían a formar  parte de los activos del IDRD; sin embargo,  estas atracciones no fueron construidas y a cambio fueron  reemplazadas por la instalación de otras atracciones mecánicas  que no corresponden a obra civil y que por lo tanto, al finalizar el contrato serán retiradas por el contratista o negociadas  con el IDRD.

b) El IDRD sin contar con una planeación y análisis financiero que le garantizara la obtención de unos ingresos acordes a la propuesta inicialmente presentada por la firma Reforestación y Parques, pactó el cambio de la tarifa base del 10% al 4%,  en razón a que con las atracciones de gran impacto (delfinario, zoológico y  adecuación de la concha acústica) se  aumentaba el flujo de visitantes al parque y por ende los ingresos; sin embargo, al no construir las referidas atracciones el IDRD debió de manera inmediata replantear el porcentaje de los ingresos, por lo cual el Instituto dejó de percibir $1.711.6 millones al no realizar el  cambio de la tarifa base del 4% al 10%, 

c) A  cambio de la inversión mencionada anteriormente, el IDRD aceptó disminuir la base para el cálculo de sus ingresos, excluyendo de esta manera el concepto por  publicidad, sobre el cual el Instituto ha dejado de percibir $259.5 millones, lo cual debió ser replanteado, toda vez que al no existir las atracciones de gran impacto (delfinario, zoológico y auditorio) desaparecieron las razones que tuvieron las partes  para disminuir la base de los ingresos. 

d) Igualmente, la Sociedad Reforestación y Parques S.A. ha incumplido reiteradamente con la obligación de cancelar el canon de arrendamiento  dentro del plazo establecido en el contrato, conllevando a que posteriormente se suscriban acuerdos de pago, observándose que sobre este incumplimiento el IDRD no ha hecho efectiva la cláusula penal pecuniaria, lo cual denota un favorecimiento más para el contratista. 

e) Por falta de seguimiento y control en la liquidación del acuerdo de pagos, se evidenció un  menor valor cobrado de  $145.9 millones en el acuerdo de pagos suscrito en  noviembre  de 2002.

f) La firma Reforestación y Parques, omitió la obligación de contratar los servicios de una auditoría externa escogida por el IDRD para que vigile y  supervise los ingresos que percibe la Sociedad y así mismo lo que le corresponde al Instituto, obligación que esta pactada desde la suscripción del contrato. 

Esta Omisión  corrobora aún más el trato benéfico que el Instituto le ha dado a la sociedad Reforestación y Parques S.A.,  y deja en evidencia que el IDRD no ha realizado un seguimiento adecuado y oportuno al contrato 136 ni a las modificaciones posteriores realizadas a éste, pues al haber presentado el “ARRENDATARIO” incumplimientos graves, el contratante no ha tomado a la fecha ninguna acción que lo favorezca, cuando en el contrato tiene herramientas para ello, verbigracia cláusula penal pecuniaria (cláusula decimaquinta contrato 136).

g) El Instituto  no  ha realizado vigilancia al contrato 136/94,  pese a que en el mismo se pactó (cláusula novena y demás modificaciones) que la  vigilancia del acuerdo de voluntades estaría a cargo del IDRD,  y los funcionarios públicos encargados de realizar tal tarea no la ejercieron, ya que no se encontraron informes ni actuación alguna al respecto, tal como lo manifestara la administración.

Igualmente se advierte que el IDRD solamente reglamentó las funciones de vigilancia y supervisión hasta el 3 de marzo de 2003 que se expide por parte del Instituto la Resolución de Supervisión No. 607 del 5 de diciembre de 2002 y las Resoluciones Nos. 066 del 3 de marzo de 2003 y 171 del 19 de marzo de 2004   que modifican la Resolución No. 607.  

De conformidad con lo anterior, queda demostrado que los funcionarios encargados de la vigilancia del contrato  se han abstraído  al cumplimiento de sus deberes  legales y contractuales, ocasionando los daños al patrimonio señalados anteriormente.
Todo lo anterior permite determinar  que en el Contrato 136/94 se configura la causal de nulidad absoluta que prevé el numeral 3) del artículo 44 de la Ley 80 de 1993, pues se aprecia claramente como el Director del IDRD al obrar presuntamente con desviación de poder para adjudicar directamente el contrato denominado irregularmente de “ARRENDAMIENTO”, con el fin de favorecer a una empresa que nació exclusivamente para manejar el contrato de arrendamiento en estudio.  

A través de la ejecución del contrato 136/94, las partes han realizado algunas modificaciones trascendentales al clausulado (tarifa, inversiones, plazo contractual, etc.), que en sentir de esta auditoría menoscaban los intereses del IDRD como se demuestra con el siguiente cuadro:

De otra parte, se estableció que el señor GUILLERMO RODOLFO PRIETO DIAZ, suscribió el contrato 136/94 en representación de la Sociedad Reforestaciones y Parques S.A.  y a su vez celebró el convenio 137/94 en calidad de Gerente y Representante de la FUNDACION ECOPARQUE SIMON BOLIVAR, la cual fue creada para que invirtiera en la recuperación y mantenimiento del Parque Conmemorativo Simón Bolívar, los ingresos obtenidos por la explotación de los bienes y servicios en  el Parque El Salitre, circunstancia esta que si bien no se erige en una inhabilidad e incompatibilidad de acuerdo con el ordenamiento jurídico, la misma se constituye en un indicio más para corroborar  que la selección del contratista no fue objetiva, sino que atendió a factores meramente subjetivos, ratificando así el  desconocimiento de los principios y las reglas de selección objetiva.
Finalmente, el IDRD favorece a la Sociedad Reforestación y Parques S.A., al pactar la cláusula preferencial, señalando que si el Instituto resuelve dar en arrendamiento los bienes objeto del presente contrato, esta Sociedad tendrá derecho preferencial  para estos efectos, “aún en igualdad de condiciones frente a otras ofertas, se seguirá prefiriendo a la del primer arrendatario”, siendo contrario a los principios de la actividad contractual y a la buena administración, debiéndose iniciar un proceso licitatorio para dar en explotación el bien que nos ocupa.
Referente al la evaluación de los contratos de concesión de parqueaderos, se observó lo siguiente:

El Instituto suscribió los contratos 315/96, con Parqueaderos Internacionales Parking Internacional Ltda.,  385 y 386 de 1.997 con Parqueaderos de la Sabana,  mediante los cuales entregó a título de arrendamiento,  en forma exclusiva y con un  plazo establecido en los  citados contratos,  los  parqueaderos ubicados en el Parque la Florida, Parque Metropolitano Simón Bolívar y Parque Deportivo El Salitre; sobre este tema, se evidenció que estos contratos contienen la cláusula de la improrrogabilidad; sin embargo,  los contratistas se encuentren explotando de hecho los parqueaderos  dados en concesión, sin que por este concepto haya ingresado dineros a la Tesorería del IDRD, ni se hayan efectuado gestiones efectivas para la recuperación de los mismos, lo cual generó un detrimento de $849.4 millones. 

De otra parte, en la evaluación a la contratación para la construcción del Complejo Acuático Simón Bolívar, se determinaron irregularidades relacionadas con su ejecución, tales como: 

La inoportuna tramitación de permisos ante las entidades de servicios públicos, sobre lo cual el Instituto no efectuó ningún requerimiento; así mismo, al cierre de la licitación para la construcción de las obras en mención, la firma consultora no había entregado el presupuesto inicial.

Igualmente, se evidencia falta de planeación y coordinación entre el IDRD y la firma Consultora ARIAS SERNA SARABIA, toda vez que  el contratista encontró una  tubería de aguas lluvias de manera accidental en el sitio de la obra, lo cual conllevó a que se efectuaran variaciones en el diseño  y demoras en la ejecución de la misma.

En la evaluación a los Convenios IDRD – FONADE, se observó lo siguiente:

El IDRD suscribió un total de siete (7) convenios interadministrativos con el Fondo Financiero de Proyectos de Desarrollo (FONADE), entre los años 1999 y 2000. De estos convenios, se seleccionaron tres (3), para ser evaluados en el proceso auditor: C.I. No 199038/99  para la construcción del parque Chuniza- Famaco (Usme), C. I. No 199083/2000 para la construcción del parque Lineal Albina (Rafael Uribe Uribe) y C.I. No 199087/2000  (varios predios). De estos, se encontraron fallas en  la terminación de los C.I. No 199038/99 y C. I. No 199083/2000, las cuales deben reparadas por parte del estas dos entidades. Lo anterior es constituye como hallazgos de tipo administrativo, que de no solucionarse,  determinarían incidencia fiscal. 

Los hallazgos presentados en los párrafos anteriores, nos permiten conceptuar que en la gestión adelantada por la administración de la entidad, en el área de contratación, no se acatan las disposiciones que regulan sus hechos y operaciones, no ha implementado un Sistema de Control Interno en el área de contratación, que le ofrezca garantía en el manejo de los recursos; lo cual ha incidido para que en la adquisición y uso de los recursos no se manejen criterios de economía, eficiencia y equidad.

Respecto a la contratación suscrita por el IDRD por concepto de órdenes y contratos de prestación de servicios durante el período enero – abril de 2004, únicamente se realizó una evaluación preliminar sobre los aspectos formales de los contratos, debido a que algunos de los seleccionados en la muestra no han sido liquidados y a limitantes en el  tiempo y recurso humano asignado para esta labor.

Por lo anterior, se solicitó a la dirección abarcar este tema en la próxima auditoría abreviada a la gestión de 2004 o a través de una indagación preliminar.

Finalmente, en la evaluación de los recursos recibidos por el IDRD por concepto de suscriptores de teléfono, se determinó que no se puede efectuar un seguimiento específico a estos recursos, toda vez que estos son administrados por el IDRD a través de un Fondo Cuenta en el cual se reciben ingresos por otros conceptos como transferencias, donaciones, entre otros.

Teniendo en cuenta lo anterior, se solicitó a Secretaría de Hacienda la reglamentación existente para el manejo de los Fondo Cuenta, por cuanto el Decreto que lo crea no indica como debe ser su manejo presupuestal y financiero; en consecuencia, este tema también deberá ser abordado en la próxima auditoría abreviada a la gestión de 2004.

En desarrollo de la presente auditoría  tal como se detalla en el Anexo se establecieron 26 hallazgos administrativos, de los cuales 8 corresponden a hallazgos con alcance fiscal en cuantía de $24.835.3 millones, 14 con alcance disciplinario, 2 con alcance penal y dos hallazgos administrativos sin incidencia fiscal, disciplinaria o penal.

A fin de lograr que la labor de auditoría conduzca a que se emprendan actividades de mejoramiento de la gestión pública, la entidad debe diseñar un Plan de Mejoramiento que permita solucionar las deficiencias puntualizadas, en el menor tiempo posible, documento que debe ser remitido a la Contraloría de Bogotá, dentro de los quince (15) días siguientes al recibo del presente informe.

El Plan de Mejoramiento debe detallar las medidas que se tomarán respecto de cada uno de los hallazgos identificados, cronograma en que implementarán los correctivos, responsables de efectuarlos y del seguimiento a su ejecución.

Bogotá D. C, Octubre 5 de 2004

ALIRIO RODRIGUEZ OSPINA

Director Sector Educación, Cultura, Recreación y Deporte 
2.  RESULTADOS DE LA AUDITORIA
2.1. EVALUACION FINAL AL SISTEMA DE CONTROL INTERNO

En este informe hemos incluido la evaluación producto de la Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Abreviada, PAD 2003-2004 Fase I, a la gestión fiscal de la vigencia 2003, del Instituto Distrital para la Recreación y el Deporte:

2.1.1. Introducción

Se ha evaluado la estructura y funcionamiento del Sistema de Control Interno del Instituto Distrital para la Recreación y el Deporte (IDRD), para la vigencia de 2003, como parte de la Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Abreviada. 

Le corresponde  a la Administración del Instituto Distrital para la Recreación y el Deporte la responsabilidad en cumplimiento de la Ley 87 de 1993 y sus decretos reglamentarios, así como las directivas presidenciales y circulares del Consejo Asesor del Gobierno Nacional en materia de Control Interno. A la Contraloría dada su competencia, le corresponde la Evaluación del Sistema de Control Interno de tal manera que se obtengan los soportes necesarios para formular las conclusiones que expresamos más adelante.

2.1.2 Objetivos

2.1.2.1.  Objetivo General 

Conceptuar sobre la calidad y eficiencia del sistema de control interno del IDRD, con fundamento en la evaluación de los indicadores que miden la gestión de las actividades misionales y de apoyo  y con base en la evaluación del grado de desarrollo del sistema por fases y componentes. 

2.1.2.2. Objetivos Específicos

· Determinar si el sistema de medición a través de indicadores  permite medir los principios de la gestión fiscal, tanto de actividades misionales como de apoyo.

· Determinar el contenido y alcance del plan de mejoramiento propuesto por la entidad, respecto de las observaciones formuladas por este Ente de Control, en el informe correspondiente a la vigencia de 2002. 

· Determinar el alcance y la extensión necesaria de las pruebas, en las que deberán concentrarse los programas de auditoria. 
2.1.3. Alcance 

La evaluación del Sistema de Control Interno se hizo para el período de enero a diciembre de 2003, partiendo de la estructura orgánica de la Entidad y teniendo en cuenta los compromisos adquiridos en el Plan de Mejoramiento por  parte de la misma.

2.1.4. Muestra

Se seleccionaron las áreas más relevantes que conforman la estructura orgánica del IDRD a saber: Subdirección Técnica Administrativa y Financiera, Oficina Asesora de Control Interno,  Grupo de Desarrollo Humano, División Financiera, Grupo de Contabilidad, Oficina Asesora Jurídica.

2.1.5. Metodología

En la evaluación preliminar del Sistema de Control Interno se aplicaron cuestionarios, entrevistas, análisis de documentos, verificación de planes, aprobación de procedimientos, mediante actos administrativos, verificación del cumplimiento de funciones y procedimientos e inspecciones oculares. 

Para alcanzar las metas y objetivos trazados en la evaluación preliminar del Sistema de Control Interno se determinó realizar el estudio por fases ya que permiten evaluar aspectos globales y específicos de la Entidad en todos sus niveles: Ambiente de Control,  Administración del Riesgo, Operacionalización de Elementos, Documentación y la Fase de Retroalimentación.  

2.1.6. Resultados de la Evaluación 

2.1.6.1. Ambiente de Control

Representa esta fase la forma de ser y operar de una organización, sobresaliendo el compromiso de la Alta Dirección en el Sistema de Control Interno y el comportamiento de los servidores consecuente con los valores adoptados.

2.1.6.1.1. Principios Éticos y Valores Institucionales

Efectuada la evaluación, se estableció que la mayoría de los funcionarios  entrevistados  conocen el Código de Etica, así mismo en diferentes lugares de la sede del Instituto se encuentran ubicados retablos en los cuales se definen cada uno de los principios establecidos por la Alta Dirección.

2.1.6.1.2. Compromiso y Respaldo de la Alta Dirección

Respecto a este componente, se estableció que la Alta Dirección encuentra en el Sistema de Control Interno, un instrumento importante para el logro de sus objetivos institucionales, sin embargo, del análisis de los cuestionarios se evidencia que la implementación de este concepto se encuentra dentro del rango de “delegación”.

2.1.6.1.3. Cultura de Autocontrol

Aunque se evidencia que ha existido capacitación en este tema, se observa falta de interiorización y compromiso por parte de los funcionarios, asimilando la cultura del autocontrol en busca del mejoramiento continuo, en el desarrollo de sus funciones. 

2.1.6.1.3.  Cultura del Diálogo

Se observó en este componente que la Entidad debe fortalecer el dialogo entre jefes y funcionarios, para establecer una comunicación efectiva (doble vía), como lo manifiestan funcionarios entrevistados, debido a que las inquietudes planteadas no se resuelven oportunamente y la comunicación entre jefes y demás funcionarios, tampoco es oportuna.

2.1.6.2.  Administración Del Riesgo

Esta Fase es el fundamento para que los funcionarios logren por medio de controles, minimizar los riesgos, proceso interactivo y crítico del Sistema de Control Interno de la Entidad, el cual debe ser de manejo del nivel directivo.

2.1.6.2.1. Valoración del Riesgo

Si bien es cierto que la Entidad elaboró mapas de riesgos por áreas de acuerdo a la su estructura organizacional, también es cierto que los mismos el equipo auditor los encuentra muy generalizados sin que la identificación obedezca a riesgos específicos a cada una de sus actividades. Los mapas de riesgos elaborados por las áreas del Instituto son muy generales, solo se manejan de forma  parcial, no permiten detectar los procesos tanto internos como externos, que en un momento dado puedan representar una amenaza para la consecución de los objetivos de la organización. Este elemento es nuevo para la Entidad ya que tan solo hasta el año 2002 se dio comienzo a este proceso, se elaboraron en coordinación con las diferentes dependencias y liderado por la Oficina de Control Interno.

2.1.6.2.2. Manejo del Riesgo

Aunque la Entidad se encuentra en proceso de identificación de los riesgos por áreas en cada una de ellas, también consideran las acciones tendientes a solucionar o evitar que surjan los riesgos  e identifican el responsable y las acciones de mitigación. 

2.1.6.2.3. Monitoreo

Este componente se encuentra en la etapa de revisiones permanentes al Plan de Manejo de riesgos y en busca de asegurar la vigencia del Plan. 

2.1.6.3.  Operacionalización De Los Elementos

El  objetivo de la fase, es la estandarización de los elementos del Sistema de Control Interno, requisitos mínimos a tener en cuenta como Sistema de Control de la Entidad.

2.1.6.3.1. Esquema Organizacional

Evaluada el esquema organizacional  entendida esta como la configuración que determina en gran medida, que hace una empresa, como realiza ese trabajo.   Se  determinó: Que a pesar de tener formalmente diseñada e implementada su estructura organizacional,  identificando las áreas responsables de los procesos  de apoyo, misionales y las unidades de Staff o asesores de la alta gerencia. La Entidad no reúne las características de funcionalidad y flexibilidad, debido a que las áreas de apoyo y asesoras están diseñadas y dimensionadas  a absorber una gran cantidad de recurso humano. De un total de la planta de 262 funcionarios,  en el área asesora hay  60, en la área de apoyo 61, para un total de 121 funcionarios, equivalente al 46%. El área misional esta conformada por 139 funcionarios equivalente al 54% del recurso humano, es de aclarar que hay 12 funcionarios que no se encuentran incluidos dentro de la planta de personal por encontrarse en una situación especial sindical de aforo, lo que significa que su función misional la debe desempeñar con  la suscripción de contratos de prestación de servicios.  Lo que representa ausencia de flexibilidad para  la ejecución de las funciones y objetivos en desarrollo de su misión institucional. 

Lo anterior no le permite a la Entidad  la aplicación de controles en las diferentes etapas de la estructura en el planear, hacer, verificar y actuar, no debemos olvidar  que  El desempeño de una empresa aumenta cuando la estrategia y la estructura se combinan en forma adecuada. Estos hechos incumplen con lo normado en artículo 4 Elementos para el sistema de control interno de la Ley 87 de 1993 en concordancia con el Art. 10 del decreto 2145 de 1999.

2.1.6.3.2. Planeación

La Entidad tiene definida su misión, visión y objetivos que fueron plasmados en un plan indicativo, plan estratégico  plan de acción y plan corporativo los cuales  presentan las siguientes características: el plan indicativo, el plan estratégico, no define una estrategia institucional a través de unos objetivos, si bien se fijan objetivos estos solamente se hace para la inversión, según lo normado por planeación Distrital, la evaluación institucional se lleva a cabo a través de un plan operativo el cual incluye tanto las actividades misionales como las de apoyo. No permite que exista coherencia entre los planes de acción, operativo, con los planes indicativo y/o corporativo. Los planes deben estar dirigidos al cumplimiento de los objetivos institucionales y sociales que desarrollan los procesos  misionales y de apoyo de la Entidad. Lo anterior contraviene con lo normado en el Art. 12 Planeación decreto 2145 de 1999.                 

2.1.6.3.3. Procesos y Procedimientos

Efectuada la evaluación, se evidenció que mediante Resolución No.231 de junio 5 de 2003 se adoptó el Manual de Procesos y Procedimientos para la Secretaria General. Mediante Resolución No. 645 de diciembre 31 de 2002 se adoptó el Manual para la Oficina Asesora Jurídica. Mediante Resolución No. 130 de marzo de 2003 se adopta el Manual de la Oficina Asesora de Planeación. Mediante Resolución No. 128 de marzo 31 de 2003 se adoptó el Manual de la Subdirección Técnica de Parques. Mediante Resolución No. 126 de 31 de marzo de 2003 se adoptó el Manual de la Subdirección Técnica de Recreación y Deportes. Mediante Resolución No. 646 de 31 de diciembre de 2002 se adoptó el Manual.

De la Subdirección Técnica de Construcciones. Mediante Resolución No. 642 de 31 de diciembre de 2002 se adoptó el Manual para la Oficina Asesora de Control Interno. Mediante Resolución No. 643 de 31 de diciembre de 2002 se adoptó el Manual de la Oficina Asesora de Asuntos Locales –UEL. Mediante Resolución No. 644 de 31 de diciembre de 2002 se adoptó el Manual de la Oficina Asesora de Comunicaciones. Mediante Resolución No. 129 de 31 de  marzo de 2003 se adoptó el Manual del Macroproceso de Contratación. Mediante Resolución No. 052 de 20 de febrero  de 2003 se adoptó el Manual de la Subdirección Técnica Administrativa y Financiera. Encaminados a armonizar el desarrollo de las actividades propias de la Entidad.
Realizada la evaluación al componente “Procesos y Procedimientos”,  se determinó que éstos Manuales fueron actualizados recientemente por lo tanto en la ejecución se verá si éstos han sido difundidos y aplicados correctamente.

2.1.6.3.4. Desarrollo del Talento Humano

La Entidad cuenta con un plan de capacitación mediante el cual brinda a los funcionarios de las diferentes dependencias capacitación orientada a afianzar las destrezas relacionadas con sus roles de trabajo. Esta dinámica permite a los funcionarios  desarrollar el trabajo en equipo. 

Los sistemas de estímulos establecidos y mencionados en los Procesos correspondientes a  Talento Humano no pecuniarios se encuentran establecidos mediante Resolución 551 del 2 de octubre de 2003 por medio de la cual se adopta el “Plan de incentivos no pecuniarios para el Instituto para la Recreación y el Deporte para la vigencia fiscal 2003”

2.1.6.3.5. Sistemas de Información

Evaluado este componente, se evidenció un proceso de modernización que tiene como objetivo el desarrollo de sistemas integrados de información, mediante el programa Seven implementación que se encuentra en proceso de desarrollo puesto que la información en la actualidad se está procesando mediante el sistema Sapiens en las áreas de Contabilidad y Tesorería. Para la parte presupuestal la Entidad efectúa sus operaciones mediante el sistema Predis conforme a lo establecido para las operaciones presupuestales del Distrito Capital. 

2.1.6.3.6. Democratización de la Administración Pública

Como mecanismos que permitan la participación ciudadana en la toma de decisiones conjuntas encaminadas a la solución de problemas, la Entidad cuenta con una página Web, que presenta los servicios ofrecidos por la Entidad y la programación correspondiente al mes. Una Oficina de Quejas y Reclamos, buzones instalados en los parques con el propósito de obtener información sobre las necesidades y también sobre las quejas formuladas por los  usuarios sobre el funcionamiento y manejo en general de los parques. Indagando al respecto, si la Entidad efectúa mesas de concertación en las localidades con la comunidad para promover su participación en la decisión conjunta frente a los problemas prioritarios, destinación de recursos, etc., la respuesta obtenida es que estos mecanismos no se utilizan.  Por tal motivo la nota obtenida por este concepto esta relacionada más que todo con facilitar el acceso a la información sobre los servicios prestados por el Instituto a la ciudadanía.

Según la evaluación practicada a los procedimientos establecidos  para la recolección de quejas y reclamos en los diferentes parques de la ciudad se observó que son depositados a través de buzones de quejas, para lo cual no  cuenta con un control adecuado debido a que estas son recogidas por un mensajero sin que se levante un documento de apertura del buzón en compañía del administrador lo cual permitiría, establecer mecanismos para lograr el compromiso con la ciudadanía y su integración responsable ala administración publica. Lo anterior incumple con lo normado en Art. 4  literal (h)  de  ley 87 de 1993                 

2.1.6.3.7. Mecanismos de Verificación y Evaluación

Se estableció que existen herramientas de evaluación, y la Entidad efectuó las  acciones de mejoramiento, sobre las observaciones formuladas por este organismo de control.

La entidad adopto y modifico el manual de indicadores de gestión  según la Resolución N° 497 de fecha 11 octubre del 2002. De la evaluación se observo.

· El manual solo contempla indicadores para las áreas misionales para las de apoyo tan solo diseño uno denominado Servidores públicos capacitados.

· El sistema de evaluación y control no permite la evaluación con base en los principios rectores de la administración pública como son entre otra eficiencia o productividad. Eficacia, efectividad e impacto.

· No están diseñados por nivel funcional para la aplicación en las diferentes etapas. Es así como este manual, solamente diseño indicadores para el nivel operativo pero no maneja indicadores de nivel medio ni gerencial.

· No se tuvo en cuenta, la cobertura, calidad de los servicios, ni para el manejo de la información.

En el manual se diseñaron unos indicadores y en el operativo otros, por lo que no hay unificación en su implementaron. Lo anterior no permite a la entidad contar con una herramienta de gestión clave e indispensable en el logro de la competitividad no solo de la Entidad sino también del recurso humano. Lo anterior incumple con lo normado en el Art. 4, literal (J) de la ley 87 de 1983.

2.1.6.4. Fase Documentación

Es la vivencia del Control Interno fundamento para que los miembros de la Entidad, reconozcan su existencia y bondades, lo cual se soporta en la materialización del mismo por medio de la documentación que identifique su deber ser por medio de manuales de procedimientos (Ley 190/95), procesos y procedimientos, normas, principios y valores, los cuales deben ser aprobados  y puestos en conocimiento por la Alta Dirección. 

2.1.6.4.1. Memoria Institucional

Evaluado este componente se estableció que el archivo institucional  presenta las siguientes observaciones:

· Se cuenta con archivo histórico desde el año 1978.

· El lugar carece de ventilación y luz suficiente

· No se cuenta con manuales  actualizados para el manejo.

· No se cuenta con mecanismos como tablas de retención u otros para el traslado de los archivos de gestión de cada dependencia al archivo general. Se hace necesario que la entidad fortalezca los procesos y procedimientos de esta área, con el fin que la entidad cuente con una memoria institucional que le permita a la entidad la toma de decisiones oportunas. Lo anterior incumple con lo normado en el Art. 4 literal (I) de la ley 87 de 1993. ley 594 de 2000

2.1.6.4.2. Manuales

Evaluado este componente, se estableció la existencia y actualización de algunos procesos y procedimientos, sin embargo, la parte correspondiente a la su difusión, socialización y aplicación, requiere de fortalecimiento.

2.1.6.4.3. Normas y Disposiciones Internas

En relación con este componente, se constató el reporte de normas por parte de la Secretaría General del IDRD,  a la Oficina de Control Interno para su revisión y en caso de existir observaciones, se reúnen los abogados asignados al tema a tratar. Una vez surtida esta etapa, la Secretaría General remite las normas a las dependencias competentes, con lo que se evidencia unidad de criterio en su elaboración, pero falta por parte del Sujeto de Control que estas sean difundidas y aplicadas.

2.1.6.5. Fase Retroalimentación

Es el objetivo de la fase, generar al interior de la Entidad una Cultura del Autocontrol que conlleven al mejoramiento de la gestión y resultados de la organización, por medio de la aplicación de acciones encaminadas a subsanar los hallazgos.

2.1.6.5.1. Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno

Se evidenció que existe un Comité formalmente constituido y que se implementan acciones de mejoramiento, en la vigencia se han llevado a cabo tres reuniones las cuales tratan temas relacionados con la elaboración e implementación de los Mapas de riesgo por cada una de las áreas de la Entidad.

2.1.6.5.2. Planes de Mejoramiento

A  la fecha de la evaluación preliminar del Sistema de Control interno, se evidenció que la Entidad ha dado cumplimiento al Plan de Mejoramiento suscrito y aprobado por este Ente de Control sobre las observaciones formuladas a la evaluación realizada a la gestión de la Entidad durante la vigencia 2002,  con el fin de corregir las deficiencias presentadas.

2.1.6.5.3. Seguimiento

En la Entidad en las diferentes áreas se realizan semanalmente comités a nivel ejecutivo y operativo para hacer seguimiento a la gestión y evaluar el grado de cumplimiento de lo planeado. Igualmente, se realizan comités directivos con el fin de efectuar un seguimiento oportuno a las decisiones tomadas.

2.1.7. Conclusión

Evaluado el Sistema de Control Interno en la Fase de Planeación mediante la aplicación de técnicas de auditoría a cada una de sus fases se concluye que cada una de ellas presenta debilidades y ausencia de controles, que lo ubica en un nivel de Riesgo Mediano,  por lo anterior se hace necesario que la Entidad fortalezca los controles establecidos con el fin de que el control interno sirva de herramienta gerencial para que la Institución pueda cumplir con sus objetivos y metas planeados y obtenga unos resultados óptimos en su gestión.
2.2  EVALUACION A LA CONTRATACION 

Dentro de la evaluación a la contratación suscrita por el IDRD, se tomaron los siguientes contratos en la Auditoría Especial: contrato de arrendamiento No 136/94 (Parque El Salitre), contrato de  arrendamiento No 315 de 1996 (parqueadero Parque Metropolitano Simón Bolívar), contrato de  arrendamiento No 385 de 1997 (parqueadero Parque la Florida) y contrato de  arrendamiento No 386 de 1997 (parqueadero Parque El Salitre); así mismo  se evaluaron tres (3) convenios interadministrativos IDRD- FONADE No.  199038/99 (Construcción parque Chuniza – Famaco – Loc. Usme), No 199083/2000 (Parque Lineal Albina –Loc. Rafael Uribe Uribe) y  No 199087/2000  (Varios predios).
2.2.1.    Evaluación al  Contrato de Arrendamiento No. 136 de 1994.

2.2.1.1. Aspecto Legal

2.2.1.1.1. Selección del contratista

El 21 de enero de 1993, el señor HAROLD ZANGEN en representación de Reforestación y Parques le presentó al Alcalde Mayor de Bogotá, JAIME CASTRO, la propuesta para  administrar  el Parque el Salitre; aclarando que para pasar una propuesta formal requería de noventa (90) días, para llevar a cabo un estudio pormenorizado del Parque, y entablar dialogo con la CAR sobre aspectos ecológicos.

La propuesta  se inició con la realización de un diagnostico del Parque,  discriminado en 16 numerales; y ofrecía que a través del sistema de administración delegada se haría cargo del Parque el Salitre por el término de veinte (20) años, y precisaba entre otros asuntos, las inversiones en nuevas atracciones a que se comprometía en los primeros cinco (5) años y después de éstos, y el pago que haría al IDRD.      

El 10 de junio de 1994 se constituyó la Sociedad Comercial REFORESTACIONES Y PARQUES S.A  y el  16 de junio del mismo año se inscribió en la Cámara de Comercio de Bogotá bajo el número 451.498.

El 22 de junio de 1994,  se suscribió el contrato de arrendamiento 136/94 entre el Instituto Distrital para la Recreación y Deporte –IDRD- y la Sociedad Reforestaciones y Parques S.A., representados por HERNAN CORTES PARADA y RODOLFO PRIETO DIAZ, en su orden.

Las fechas de constitución (10 de junio de 1994) e inscripción (16 de junio de 1994)  de la Sociedad Comercial REFORESTACIONES Y PARQUES S.A. dejan en evidencia que  esta empresa se creó con el  fin de celebrar el contrato aludido (22 de junio de 1994), circunstancia que no es admisible a la luz de la Ley 80 de 1993 pues debiéndose realizar un proceso licitatorio se celebró un contrato directamente con una empresa que carecía de experiencia, idoneidad administrativa y técnica, para prestar un servicio público de recreación y cultura a la ciudadanía.
El contrato 136 de 1994 se suscribió en vigencia de la Ley 80 de 1993, lo que nos indica que  el Instituto Distrital para la Recreación y Deporte –IDRD-,  como entidad  estatal,   definida así de acuerdo con el literal a) del numeral 1º del artículo 2 de la referida disposición,   debía  acatar los principios y reglas que  gobiernan la actuación contractual previstos en la Ley 80 de 1993 y la Constitución Política. Así entonces, el IDRD debió acudir al mecanismo general de la licitación  que prevé el numeral 1º del artículo 24 ibídem, para seleccionar al contratista y no escogerlo  de manera directa como lo hizo, celebrando el contrato  con la Sociedad Reforestación y Parques S.A..

Cabe destacar, que si bien el legislador  contempla excepciones a  la regla general de que la selección del contratista se debe realizar a través de  licitación o concurso público, y dentro de aquellas se encuentra el contrato de arrendamiento -literal e) del numeral 1º del artículo 24 de la Ley 80 de 1993-,   esta excepción  no se puede tomar de manera absoluta, para evadir la regla general, pues el legislador con la expedición del Estatuto General de la Contratación de la Administración Pública busca entre otras finalidades garantizar el principio de igualdad –artículo 13 de la C.P.- y que  la actividad contractual se desarrolle con transparencia. Bajo este entendido, fue que el Gobierno Nacional se vio en la imperiosa necesidad de modificar el Decreto 855 de 1994 que regulaba la contratación directa  por  el Decreto 2170 de 2002.

Así entonces,  la excepción contemplada en el literal e) del numeral 1º del artículo 24 de la Ley 80 de 1993 aplica plenamente, cuando la entidad pública contratante es la arrendataria, pero no para el caso en estudio, donde el IDRD es  el arrendador, pues en acatamiento del Estatuto General de la Contratación de la Administración Pública, el Instituto debió publicitar ante la comunidad  su intención de explotar los juegos y atracciones ubicados en  Parque El Salitre, con el  fin de que  los interesados  pudiesen en igualdad de condiciones concurrir a un proceso pre-contractual,   garantizando  así la selección objetiva del contratista, y no celebrar directamente el acuerdo de voluntades con una sociedad creada para signar el contrato en estudio, sin tener en cuenta los factores de escogencia y calificación (experiencia, capacidad técnica, administrativa, operacional y financiera, etc.)  que se enuncian en el artículo 29 de la Ley 80 de 1993, pues se reitera que aquella sociedad se constituyó doce (12) días antes de la firma del acuerdo de voluntades. 

Además, el IDRD debió inexorablemente acudir a la selección del contratista a través del mecanismo de la licitación, al tener que el contrato que suscribió el Instituto Distrital para la Recreación y el Deporte con la Sociedad Reforestación y Parques S.A., no es un contrato de arrendamiento pese a que se le dio esa denominación por las partes, si no que es un contrato de concesión, como se pasa a demostrar de acuerdo al contenido de lo pactado. 

Con el fin de demostrar que el contrato suscrito entre el I.D.R.D. y la Sociedad Reforestación y Parques S.A:, su naturaleza es de un contrato de concesión para la explotación de un bien público, nos permitimos transcribir y enunciar algunas cláusulas del Contrato 136/94,  así como las definiciones que contempla la legislación respecto al arrendamiento y a la concesión que nos permiten evidenciar esa circunstancia:

- Cláusula primera, objeto contractual: “EL INSTITUTO  entrega a título de arrendamiento en forma exclusiva y así lo recibe el arrendatario todos los juegos, atracciones mecánicas y no mecánicas, parqueaderos y demás instalaciones complementarias para la correcta ejecución del objeto del presente contrato, que están ubicados en el Parque el Salitre de la ciudad de Santa fé de Bogotá, con el fin de ofrecer recreación masiva  a la comunidad. Los bienes dados en arrendamiento se describen a continuación: 1. Una (1) Sombrilla Mecánica; un (1) avión mecánico, una (1) montaña rusa,    una (1) oruga mecánica, un (1) minitren, una (1) rueda panorámica, un (1) pulpo mecánico, un (1) juego de motos mecánicas, dos (2) lanchas mecánicas, un (1) Casino senior, una (1) Rueda Chicago, una (1) rueda triple, una (1) rueda centrífuga, dos (2) carruseles mecánicos, un (1) transporte aéreo, un (1) juego de tazas de té y demás atracciones que se encuentren dentro del parque y que se relacionaran en el acta de entrega (...) PARAGRAFO 1: EL INSTITUTO garantiza al ARRENDATARIO  la exclusividad  de la explotación económica de los bienes y servicios del Parque (..)”. (negrillas fuera del texto).

En la cláusula  segunda se estableció, que el “valor real del contrato será el resultante de multiplicar los porcentajes a que se refiere esta cláusula por los ingresos brutos obtenidos por la SOCIEDAD en la explotación total  de los bienes, servicios y demás actividades recreativas, al igual que cualquier otro ingreso que se produzca en el Parque el Salitre, incluidos los que se llegaren a construir e instalar durante la ejecución del presente contrato, los cuales se invertirán en la recuperación y mantenimiento del parque Conmemorativo Simón Bolívar, a través de la FUNDACION ECOPARQUE SIMON BOLIVAR, así: a) Durante el primer y segundo año el cuatro (4%).  b) Durante el tercer año de vigencia de este contrato el cinco por ciento (5%).  c) Durante el cuarto año el seis por ciento (6%). d) Durante el quinto año de vigencia de este contrato el siete por ciento (7%). e) Durante el sexto año de vigencia de este contrato el ocho por ciento (8%).  f) Durante el séptimo año de vigencia de este contrato el nueve por ciento (9%).  g)  Del octavo año en adelante hasta el vencimiento del contrato el diez por ciento (10%).  PARAGRAFO PRIMERO: La inversión a que se refiere esta cláusula se hará de conformidad con el cronograma de trabajo que para tal fin convengan las partes.  PARAGRAFO SEGUNDO: Las sumas a que se refiere esta cláusula son las únicas a que se obliga a pagar el ARRENDTARIO al INSTITUTO como contraprestación a este contrato” (negrillas fuera del texto) 

En la cláusula séptima se pactaron las obligaciones del ARRENDATARIO, trayendo a colación exclusivamente las siguientes:  b. Instalar durante los cuatro primeros años las siguientes atracciones, así, primer año, piscina de olas, rodadero acuático, piscina infantil con juegos incorporados, tarabitas (10), casa embrujada, juegos tipo bima, caballitos, burritos, ponies, canoas y bicicletas acuáticas; segundo año, galería de inflables, casa de la risa, salón de televisión  y pantalla gigante, salón de lectura y botes chocones para niños; tercer año, casa de los espejos, juego de tiros penaltis, modernas galería de tipo electrónica, kiosco de baile, guardería infantil y sección de tercera edad; y cuarto año, pista de karts, carros chocones, vivero, restaurante. El monto mínimo de las inversiones a que se obliga el ARRENDATARIO es de $1.500.000.000,oo. d. Contratar bajo su responsabilidad el personal necesario para el funcionamiento del Parque. ll). “EL ARRENDATARIO se obliga a permitir el libre acceso del público en general al parque el Salitre, pudiendo cobrar por el uso de las atracciones mecánicas y por los servicios que se presten”; o “A la terminación del contrato restituir los bienes dados en arrendamiento. Los inmuebles que LA SOCI7EDAD haya construido en el parque se entregarán también al INSTITUTO sin contraprestación alguna. Las demás instalaciones, mejoras, atracciones mecánicas construidas o instaladas por la SOCIEDAD, ésta las podrá retirar o negociar su precio o entregar al INSTITUTO (...)”. s. El ARRENDATARIO se compromete a contratar los servicios de una firma de AUDITORIA EXTERNA de reconocida idoneidad y escogida por el INSTITUTO, para vigilar la ejecución  y cumplimiento del presente contrato en lo relacionado con lo previsto en la cláusula segunda del presente acuerdo de voluntades. 

En la cláusula décima se señala, que el INSTITUTO tendrá entre sus obligaciones, 2.  Respetar y garantizar el disfrute y explotación del parque durante los quince años (15) materia del contrato.

En la cláusula décima cuarta se pactaron las cláusulas excepcionales de terminación, modificación e interpretación unilateral, de conformidad a lo establecido en los artículos 15, 16 y 17 de la Ley 80 de 1993 (negrillas fuera del texto). 

-  Cabe destacar, que  la Ley 80 de 1993 no define el contrato de arrendamiento, por ello,  de conformidad con en el inciso primero del artículo 13 de la misma ley , se acude a la definición del contrato de arrendamiento que prevé el artículo 1973 del Código  Civil:

“El arrendamiento es un contrato en que las dos partes se obligan recíprocamente, la una a conceder el goce de una cosa, o a ejecutar una obra o prestar un servicio, y la otra a pagar por este goce, obra o servicio un precio determinado”

Entre tanto, el numeral 4º del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 define el contrato de concesión:

“ (...) los que celebran las entidades estatales con el objeto de otorgar a una persona llamada concesionario la (...) explotación (...) de una obra o bien destinado al servicio o uso público, así como todas aquellas actividades necesarias para la adecuada prestación  o funcionamiento de la obra o servicio por cuenta y riesgo del concesionario y bajo la vigilancia y control de la entidad concedente, a cambio de una remuneración que puede consistir en derechos, tarifas, tasas, (...) o en la participación que se le otorgue en la explotación del bien, o en una suma periódica, única o porcentual y, en general, en cualquier otra modalidad de contraprestación que las partes acuerden” (negrillas fuera del texto).  

La transcripción y enunciación de las cláusulas del contrato y la definición de los contratos de arrendamiento y de concesión,  permiten determinar que las partes celebraron un contrato de concesión para la explotación de un bien de uso público (numeral 4 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993) y no de arrendamiento, como erróneamente lo denominaron. 

En efecto, de conformidad con el objeto contractual pactado  se establece, que a la parte mal denominada “ARRENDATARIA” se le entregaron los juegos, las atracciones mecánicas, parqueaderos y demás instalaciones ubicados en el Parque El Salitre con el fin de explotarlos económicamente, este elemento es ajeno al arrendamiento, pues además de tener el contratista el goce de los bienes muebles e inmuebles, los mismos están dispuestos para la explotación por parte  de la Sociedad Reforestaciones y Parques S.A.

Igualmente ocurre con el valor pactado en el contrato, ya que éste resulta de la tarifa que se cobra a los usuarios del Parque El Salitre,  y es repartida entre las partes de acuerdo con el porcentaje pactado, circunstancia exógena en un contrato de  arrendamiento, que es un precio fijo y determinado que el arrendatario le cancela al arrendador por goce del bien y no por su explotación.  De ahí, que en el laudo de fecha 14 de noviembre de 2003, constituido para dirimir controversias entre el IDRD y la Sociedad Reforestación y Parques S.A., los árbitros en la página 18, manifestaron:

“En este marco conceptual, encuentra el Tribunal que si bien el contenido obligacional del contrato 136/94 y el modo como las partes pactaron la remuneración del contratista, responde más a la noción que de “concesión para la explotación de un bien público” (...)    

“Es por ello, que si bien el Tribunal encuentra que el entramado obligacional del Contrato 136 de 1994 tipifica el convenio como un contrato de concesión de explotación de bien público, ningún pronunciamiento hará este Laudo sobre las consecuencias jurídicas de tal definición, toda vez que ninguna incidencia tiene tal ubicación contractual en la solución de las diferencias surgidas entre las partes(...)” (negrillas fuera del texto)     

De las obligaciones pactadas para el “ARRENDATARIO”, se desprende que el único  responsable de que el objeto contractual se cumpla es el contratista, lo que indica que la prestación del servicio de recreación corre  por cuenta y riesgo de la Sociedad Reforestaciones y Parques S.A., elemento del contrato de concesión, ya que el arrendamiento no posee éste como se puede apreciar  de la simple lectura de la definición que trae el Código Civil, pues el arrendador lo que debe garantizar es el  goce de la cosa para el cual  fue arrendado.  

También se pactaron cláusulas excepcionales, cuando éstas no están concebidas por el legislador para que sean incluidas en los contratos de arrendamiento,  pues el parágrafo del artículo 14 de la Ley 80 de 1993, prevé  que en los contratos de arrendamiento se prescindirá de la utilización de las cláusulas o estipulaciones excepcionales, lo que demuestra aun más que lo celebrado por las partes era un contrato de concesión y no de arrendamiento como equivocadamente lo denominaron. Por ello,  los árbitros en el laudo –página 26- se pronunciaron  sobre el tema,  de la siguiente manera: 

“Llama la atención del Tribunal la inclusión en este contrato, nominado por las partes, como de arrendamiento”, de las cláusulas exorbitantes, inclusión que de conformidad con la ley 80 de 1993, está prohibida para este tipo de contrato estatal. En efecto, el parágrafo del artículo 14 del Estatuto contractual es perentorio al excluir la posibilidad de “pacto” de este tipo de cláusulas en los contratos estatales de arrendamiento. En relación con este punto, ningún análisis subsiguiente hará el Tribunal, limitándose a remarcar que tal estipulación es típica y natural de un contrato de concesión al tenor de lo preceptuado en el artículo 14 de la ley 80 de 1993, pero es extraña y violatoria de prohibición legal expresa, si se trata de un típico contrato de arrendamiento, puesto que es sabido que de conformidad con el artículo 16 del Código Civil, “no podrán derogarse por convenios particulares las leyes en cuya observancia están interesados el orden, y las buenas costumbres” (negrillas fuera del texto). 

Bajo este mapa, queda establecido un hallazgo administrativo con alcance penal, al tener,  que el Director del Instituto Distrital para la Recreación y el Deporte al escoger de manera directa a la Sociedad Reforestación y Parques S.A. y al suscribir el contrato 136 de 1994 desconoció los principios de igualdad, publicidad  y transparencia y la regla de selección objetiva de contratista previstos en los artículos 13 y 209 de la Carta Política y 24 y 29 de la Ley 80 de 1993, respectivamente;  por esta razón se debe remitir copias de la presente auditoria a la Fiscalía General de la Nación para lo de su competencia. 

Cabe resaltar, que no se remitirán  copias a la Personería para que se investigue disciplinariamente al Director del Instituto Distrital para la Recreación y Deporte que suscribió el contrato con la referida firma, toda vez que para la fecha la  conducta constitutiva de falta disciplinaria –celebrar el contrato directamente- se encuentra prescrita de acuerdo con el inciso primero del artículo 30 de la Ley 734 de 2002.  

Respuesta de la entidad:

“Incumplimiento de formalidades legales para la validez del contrato

El ente de control, cuestiona la razón por la cual el Proceso de contratación se hizo a través de la contratación directa y no por el Procedimiento de la licitación pública, como en su interpretación ordena la Ley 80 de1993. 

Al respecto, es necesario aclarar, que si bien es cierto, el Estatuto Contractual consagra que la selección del contratista debe hacerse a través de la licitación o concurso público con el fin de asegurar el principio de transparencia; también lo es, que consagra varias excepciones taxativas al mismo, en donde se puede obviar el tramite licitatorio.

Dentro de las excepciones encontramos unas en razón de su objeto, es decir, de la función del objeto o la modalidad de contratación de que se trate, así tenemos además de los contratos de empréstitos y de adquisición de inmuebles, los de arrendamiento.

De acuerdo con lo anterior el artículo 29 de la ley 80 de 1993 señala:

"Del Principio de Transparencia. En virtud de este principio:

1° La escogencia del contratista se efectuará siempre a través de licitación o concurso públicos, salvo en los siguientes casos en los que se podrá contratar directamente:

(...)

e) Arrendamiento o adquisición de inmuebles.

(...)" 

Por consiguiente, es la misma Ley 80 de 1993, quien autorizó al I.D.R.D. para contratar directamente con un particular el arrendamiento del Parque El Salitre, a efectos de que recibiera todos los bienes y ofreciera recreación masiva a la comunidad, sin que deba entenderse y sin que de la norma transcrita se desprenda, que la figura del arrendamiento, fuera única y exclusivamente para aquellos casos en que la Administración tuviese necesidad de obtener el arrendamiento de un inmueble para el ejercicio de sus funciones sino también, cuando se requería, como en el caso que nos ocupa, entregar en arrendamiento, bienes de su propiedad, tal y como efectivamente, para esa época lo establecía, el Decreto 2537 de 1993. El proceso de contratación directa que se realizó por parte de la Administración en el año 1994, con la firma REFORESTACIÓN Y PARQUES S.A. teniendo en cuenta la experiencia de los socios que lo conformaban en ese momento, entre ellos, la del Sr. HAROLD ZANGEN, quien adelantaba con éxito la creación, organización y desarrollo Recreodeportivo de los parques en la ciudad de Calí-lo que se explicará más adelante- y el ofrecimiento de un parque que generaría los beneficios previstos por la Entidad en cumplimiento del artículo 3° de la Ley 80 de 1993 y se daría cumplimiento al Acuerdo 4 de 1978, esto es, masificar la práctica del deporte y la recreación en el Distrito Capital de Bogotá.

De conformidad con lo anterior, el hecho de que el Parque tenga la calidad de bien de uso público no implica necesariamente la obligación de haber celebrado un contrato de concesión, ya que el contrato de arrendamiento -permitido por la ley, cumplía con la finalidad perseguida por la entidad y podía hacerse de manera directa por un particular.

Creación de la sociedad
Manifiesta el ente de control en sus hallazgos observados, que hubo una cesión disfrazada del contrato por parte del contratista, sin la aquiescencia del l.D.R.D., en la medida en que sin que se haya variado la razón social, su composición accionaría se modificó en su totalidad respecto de quienes eran los socios de la empresa que inicialmente contrató con el Distrito y que esta situación, tiene una especial gravedad, en la medida de la inexperiencia de Reforestación y Parques al celebrarse el contrato, pues fue constituida días antes de su firma, siendo así que su selección como contratista, se había fundamentado en la condición intuitu persona de sus socios.

En primer lugar, en cuanto a la constitución de la firma unos días antes, el artículo 32 de la Ley 80 de 1993 parágrafo 2º señala lo siguiente:

“(... )

Los proponentes podrán presentar diversas posibilidades de asociación con otra u otras personas naturales o jurídicas cuyo concurso consideren indispensables para la cabal ejecución del contrato de concesión en diferentes aspectos. Para tal efecto, indicarán con precisión si pretenden organizarse como consorcio, unión temporal o bajo cualquier otra modalidad de asociación que consideren conveniente. En estos casos deberán adjuntar a la propuesta un documento en el que los interesados expresen claramente su intención de formar parte de la asociación propuesta. Así mismo, deberán presentar los documentos que acrediten los requisitos exigidos por la entidad estatal en el pliego de condiciones.


Cuando se proponga constituir sociedades para los fines Indicados en este parágrafo, el documento de intención consistirá en una promesa 
de contrato de sociedad cuyo perfeccionamiento se sujetará a la 
condición de que el contrato se le adjudique.” (Subrayado fuera del texto).

El Estatuto de Contratación Pública permite así que los oferentes presenten diversas posibilidades de asociación, entre ellas una promesa de contrato de sociedad cuyo perfeccionamiento este sujeto a la condición que el contrato se adjudique, en forma tal, que una vez expedida la resolución de adjudicación y constituida en legal forma la sociedad, el contrato se firme con el representante legal de la misma.

La Constitución Política de Colombia preceptúa en su artículo 38: “Se garantiza el derecho de libre asociación para el desarrollo de las distintas actividades que las personas realizan en sociedad". Se pregona así la libertad o facultad autónoma de los residentes en Colombia de juntar experiencia y recursos, para realizar mancomunadamente sus propósitos comunes, mediante o a través de formas asociativas. 

Sobre este precepto la Honorable Corte Constitucional, en sentencia C-110 del 10 de marzo de 1994 expresó: "El articulo 38 de la Constitución garantiza de manera general el derecho de toda persona de asociarse. Él comprende, tanto el aspecto positivo como el negativo de la asociación: a nadie se le puede impedir ni prohibir que se asocie, mientras sea para fines lícitos, y ninguna persona puede ser forzada u obligada a asociarse, ya que el Constituyente ha garantizado la plena libertad de optar entre lo uno y lo otro". Y en fallo C-435 del 12 de septiembre de 1996 reiteró este enfoque y agregó que: "Nadie puede ser constreñido, ni por la ley ni por las autoridades, para asociarse ni para dejar de hacerlo, y tampoco es posible que el Estado le señale una determinada forma asociativa a la cual deba forzosamente acogerse".

Para EL INSTITUTO DISTRITAL PARA LA RECREACIÓN Y El DEPORTE, la apreciación del Organismo de Control no se ajusta al precepto constitucional y la jurisprudencia citada, teniendo en cuenta que los socios de la Sociedad Reforestación y Parques podían aumentar o ser sustituidos y en sus estatutos se estipulaban las condiciones de ingreso.

Uno de los rasgos comunes de las formas asociativas lo constituye el que los asociados se vinculan jurídicamente en un plano de igualdad, en favor de la finalidad común. El vínculo y el fin que los aglutina permanecen inalterables aunque sobrevenga un aumento o disminución del número de asociados o la mutación en la identidad o calidad de los mismos.

Desde la perspectiva de las sociedades de personas o de capitales, se tiene que en las de personas, los socios se conocen y cada uno es el punto de referencia de los demás consocios, por la confianza recíproca que existe entre ellos. Se forma intuitus personarum, es decir por razón de las personas o en consideración a ellas, elemento que tiene importancia para los terceros, porque frente a éstos se obligan no sólo la persona jurídica sino también los socios, con sus patrimonios individuales, presentes y futuros. Precisamente, por virtud de la responsabilidad solidaria que asumen todos los socios, la ley les confiere la facultad de administrar la empresa social. Y para que un socio pueda transferir o ceder su parte de interés en la sociedad a un tercero, se exige el consentimiento de los demás socios.

En las sociedades de capitales o formadas intuitus reí, una vez efectuados los aportes, los asociados pasan a la penumbra y son inadvertidos o carecen de importancia para los terceros, en razón que solamente responden hasta la concurrencia de sus respectivas aportaciones. Las obligaciones de los socios y sus derechos pertenecen a la esfera interna de la sociedad, no trascienden a terceros que negocian con ella, y por virtud de la ley de circulación propia de las acciones, los accionistas de hoy pueden ser distintos de los de ayer y de los de mañana.

Si bien es cierto que ninguna sociedad puede existir sin personas que la formen y todas requieren de capital porque ambos elementos le son indispensables, tradicionalmente se estimaron como de personas las sociedades colectivas y las comanditas simples y como de capital, la en comandita por acciones y la anónima, dentro de la cual se enmarca la firma Reforestación y Parques.

Así las cosas, el Instituto considera que en ningún momento existió cesión disfrazada del contrato por parte del contratista, sin la aquiescencia del I.D.R.D. por cuanto la sociedad, una vez constituida legalmente, forma una persona jurídica distinta de los socios individualmente considerados (Artículo 98 del Código del Comercio) y que esa persona jurídica en los términos del artículo 633 del Código Civil “es una persona ficticia, capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones...", y tampoco debe penetrarse hasta las personas que componen la sociedad por cuanto se estaría desbordando los límites permitidos por el ordenamiento jurídico.

Ahora bien, respecto de la afirmación de la "inexperiencia de la firma Reforestación y Parques S.A. al celebrarse el contrato..." nos remitimos a nuestras comentarios anteriores, donde claramente se puede demostrar la experiencia que los socios tenían en relación con el tema de la recreación masiva en los parques metropolitanos al momento de suscribirse el contrato de Arrendamiento No. 136 de 1994

1.4, DESCONOCIMIENTO  DE LOS PRINCIPIOS  DE IGUALDAD, PUBLICIDAD Y DE TRANSPARENCIA Y DE LA REGLA DE SELECCIÓN OBJETIVA DEL CONTRATISTA ; no se comparte lo allí expresado, en cuanto que el estatuto contractual, no limitó o puso exigencias mínimas de experiencia para la celebración de contratos de arrendamiento; y el contrato de arrendamiento  aplica dentro del texto legal no solo para tomar en arrendamiento inmuebles, si no para darlos en tal calidad por parte de la administración y en consecuencia no puede haber lugar  a desconocimiento de los principios allí expresados.

1.5 NATURALEZA DEL CONTRATO: En esta materia, se contesta lo relativo al punto 1.  de este escrito.

Sobre  un hallazgo de naturaleza penal, me permito informar que remitiré esta comunicación  a la Fiscalía General de la Nación con el fin de que ésta califique lo pertinente.”
La respuesta dada por la entidad, no desvirtúa la indebida celebración del contrato 136/94, puesto que únicamente hace referencia al arrendamiento de un bien de uso público, sin tener en cuenta que el motivo de la irregularidad señalada por este ente de control,  radica en que dicho bien se entregó para su explotación, pactando una tarifa de participación sobre la misma, características propias de un contrato de concesión. Teniendo en cuenta lo anterior, este hecho se constituye en un hallazgo administrativo con incidencia penal, por lo cual  se dio traslado a la Fiscalía General de la Nación.

Por lo tanto este hallazgo debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento que suscriba el IDRD con este ente de control.

2.2.1.1.2. El 22 de junio de 1994,  se suscribió el contrato de arrendamiento 136/94 entre el Instituto Distrital para la Recreación y Deporte –IDRD- y la Sociedad Reforestaciones y Parques S.A. Al tener, que el Director del IDRD al suscribir el contrato con la Sociedad Reforestación y Parques S.A, no tuvo  en cuenta los principios que gobiernan la actividad contractual –igualdad, publicidad y transparencia  y la regla de selección objetiva- y con el fin de favorecer a la citada sociedad actuó con presunta desviación de poder. Pues,  debiendo la entidad estatal seleccionar al contratista a través de licitación, contrató directamente con la Sociedad Reforestación y Parques S.A.;  sociedad que se constituyó con doce (12) días antelación a la celebración del acuerdo de voluntades. Así mismo, a lo largo de la ejecución  del contrato, se ha beneficiado  al “ARRENDATARIO” con las modificaciones  efectuadas al contrato, hasta el punto que se le rebajó el porcentaje que debía cancelarle al IDRD, pues se inició con un 10% y a la fecha es del 4%. 

De otra parte, cabe resaltar, que el contrato 136 de 1994, tendría objeto ilícito -  arrendamiento de bienes de uso público- porque la administración lo entregó a un particular a título de arrendamiento.  En este sentido  se tiene que respecto a los bienes de uso público ninguna entidad estatal tiene la titularidad de dominio similar a la de un particular, puesto que están destinados al servicio de todos los habitantes y sobre ellos el Estado ejerce fundamentalmente derechos de administración y de policía, en orden a garantizar y proteger precisamente su uso y goce común, por motivos de interés general.

Al suscribir este contrato, presuntamente se está vulnerando los derechos e intereses colectivos, generados por la explotación económica del bien de uso público por parte de una sociedad de carácter comercial, sin que hasta la fecha el IDRD haya realizado las acciones pertinentes para recuperarlo en disfrute de toda la comunidad.

De conformidad con lo anterior, queda demostrado que los Directores del Instituto Distrital para la Recreación y el Deporte se han abstraído  al cumplimiento de sus deberes Constitucionales y legales.

Está probado que el bien inmueble, objeto del contrato, es un bien de uso público pese a lo cual, la administración lo entregó a un particular a título de arrendamiento para su explotación.   Así mismo,  el Director del IDRD (Hernán Cortés) desconoció abiertamente los principios que gobiernan la actividad contractual, de igualdad, publicidad y de transparencia y la regla de selección objetiva, al escoger de manera directa a la  Sociedad Reforestación y Parques S.A., sociedad que fue creada para celebrar el citado acuerdo de voluntades, pues la misma se constituyó el 10 de junio y el contrato se signó el 22 de junio del mismo año de 1994, lo que nos indica que esta firma no poseía ninguna experiencia en el ramo de la recreación y  que fue constituida para celebrar el contrato 136. 

Por lo anterior se incumple con lo establecido en artículo 24 de la Ley 80 de 1993, artículo 23 de la Ley 734/2002, Numeral 1° del artículo 34 de la Ley 734/2002, literales b y d del artículo 4° de la  Ley 472 de 1998, artículos 1988, 1989, 1990 y 1741 del Código Civil , artículo 5º de la Ley 9ª de 1989, Decreto Ley 1421 de 1993 y su Decreto Reglamentario 2537 de 1993 y el Acuerdo 6 de 1990 (vigente para la fecha de celebración  del contrato).

El hallazgo referido es de naturaleza administrativa con alcance disciplinario, pues la omisión se erige en falta disciplinaria al tenor del artículo 23 de la Ley 734 de 2002, al desconocer presuntamente el numeral 1º del artículo 34 de la disposición referida. 

Respuesta de la entidad:

“…Al respecto, es necesario precisar, que el Consejo de Estado tiene una competencia residual en materia de control constitucional. De tal suerte, la Constitución Política de 1991 le ha encargado el control sobre aquellos decretos que no son de competencia de la Corte Constitucional, vale anotar, los Decretos Reglamentarios. Así, la cabeza de la Jurisdicción Contencioso Administrativa procedió a declarar inconstitucional el Decreto Reglamentario No. 2537 de 1993, que reglamentaba el artículo 174 del Estatuto de Bogotá D. C., esto es del Decreto-Ley 1421 de 1993.

Los efectos de las sentencias de constitucionalidad son hacía el futuro, salvo que en ellas se indique el momento en que empiecen a regir. Por consiguiente nótese que dicha sentencia fue expedida el 11 de noviembre de 1999, por tanto, no podría haberse aplicado a eventos que se han sucedido en el pasado, así su contenido sea, como lo debe ser, de análisis legales profundos.

Al respecto la Ley 270 de 1996, Ley Estatutaria de Administración de Justicia, prevé en su artículo 45, lo siguiente:

REGLAS SOBRE LOS EFECTOS DE LAS SENTENCIAS PROFERIDAS EN DESARROLLO DEL CONTROL JUDICIAL DE CONSTITUCIONALlDAD. Las sentencias que profiera la Corte Constitucional sobre los actos sujetos a su control en los términos del Articulo 241 de la Constitución Política tienen efectos hacia el futuro, a menos que la Corte resuelva lo contrario.” (Subrayado fuera del texto).

De tal manera, para el momento de la celebración del contrato de Arrendamiento No. 136 de 1994, el Decreto 2537 de 1993, que facultaba al I.D.R.D. para su suscripción se hallaba vigente y por ende, era la misma ley, quien permitía la celebración de Contratos de arrendamiento sobre Bienes de Uso público pertenecientes al Distrito Capital de Bogotá.

De conformidad con lo anterior, el Distrito Capital y por lo tanto el I.D.R.D., estaban legalmente autorizados para entregar a los particulares en arrendamiento, administración y aprovechamiento económico, tanto sus bienes fiscales, como los de uso público, destinados a la practica de la recreación masiva o el deporte. Para este efecto, y tal y como se observa en la cláusulas del contrato objeto del presente, el contratista acordó disponer lo necesario para su cuidado y mantenimiento y su destinación a los mismos propósitos, es decir, para la recreación y el deporte, lo que implicaba obviamente que el particular tenia que explotar el bien de uso público para obtener lo necesario para su cuidado y mantenimiento.

…Señala así mismo, el ente de control, después de un sucinto recuento de los contratos, que se presenta un inminente favorecimiento al contratista tanto en el contrato inicial como en las modificaciones posteriores, teniendo en cuenta que el l.D.R.D. hizo concesiones que según resultados financieros eran imposibles de cumplir en las fechas establecidas en la relación contractual, adicionalmente se denota la falta de experiencia y deficiente administración de los bienes otorgados en administración por parte del contratista, así como también la improvisación y falta de planeación de los proyectos propuestos en el transcurso del contrato...” 

Consideramos importante referimos a que la suscripción del contrato de Arrendamiento No. 136 de 1994, al igual que sus modificaciones y ampliaciones de plazos, obedecieron al cumplimiento de los fines estatales, en procura de asegurar la creación de un centro de esparcimiento para la recreación masiva en los términos previstos en el Decreto 2537 de 1993 y el Acuerdo 4 de 1978, que lo autorizaba y lo autoriza, para procurar el establecimiento de nuevas fuentes de recreación y en especial, la de celebrar toda clase de negocios jurídicos, de administración, disposición, gravamen o compromiso de sus bienes o rentas, dentro de la órbita de sus funciones.

Al respecto, es necesario recordar lo previsto en el artículo 30 de la Ley 80 de 1993:

“Articulo 3. De los Fines de la Contratación Estatal. Los servidores públicos tendrán en consideración que al celebrar los contratos y con la ejecución de los mismos, las entidades buscan el cumplimiento de los fines estatales, la continua v eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que colaboran con ella en la consecución de dichos fines. Los particulares, por su parte, tendrán en cuenta al celebrar y ejecutar contratos con las entidades estatales que, además de la obtención de utilidades cuya protección garantiza el Estado, colaboran con ellas en el logro de sus fines y cumplen una función social que, como tal, implica obligaciones (...)." (Subrayado fuera de texto)

Una de las modificaciones está dirigida al logro de la recreación en la Capital, en procura de actualizar y modernizar la concepción original de un parque construido hace 25 años, el cual fue concebido para una ciudad de sólo 2.3 millones de habitantes, a una actual forma de esparcimiento que consulte las necesidades y el avance requerido de los programas de recreación a través de un complejo de atracciones diseñado para tales efectos.

Cabe también anotar que las modificaciones correspondientes se hicieron con base en estudios que reportaban ante todo:

· Que en el estado en que se encontraba el parque era muy difícil hacer una inversión a cargo del Distrito, por tanto se convino en el aporte de $42.000 millones de pesos de capital privado en dos años, que no se tuvieran presupuestados en los ingresos por concepto de renta adquirida por la ciudad en aportes de contribuyentes, y así, procurar el mejoramiento de la infraestructura recreativa.

· El movimiento económico que generará este negocio, el cual reportará además nuevas contribuciones a los recursos de la Tesorería del Distrito en relación con los impuestos correspondientes a Industria y Comercio, de espectáculos públicos y otros del orden nacional como IVA, Renta y complementarios.

Ahora bien, en cuanto a la experiencia del oferente, el INSTITUTO DISTRITAL PARA LA RECREACIÓN Y EL DEPORTE tuvo como punto neurálgico para contratar, la experiencia que tenían los socios de la firma REFORESTACIÓN y PARQUES S.A.

Señala el artículo 29 de la Ley 80 de 1993, que es objetiva la selección “en la cual la escogencia se hace al ofrecimiento más favorable a la Entidad y a los fines que ella busca, sin tener en consideración factores de afecto o de interés".

De tal forma, detengámonos en los fines que perseguía el I.D.R.D. con la celebración del contrato 136 de 1994: El lnstituto buscó el desarrollo masivo del Deporte y la Recreación en el Distrito Capital, con el fin de contribuir al mejoramiento físico y mental de sus habitantes, especialmente de la Juventud, promoviendo la actividad de recreación en los parques de su propiedad.

Así entonces, se presentó la sociedad REFORESTACIÓN y PARQUES S.A., la cual era la única que en su momento, en Colombia conocían y prestaban, de manera permanente el servicio de recreación.

La misma demostró ampliamente la experiencia de los socios existentes al momento de la celebración de la última modificación en el manejo de parques a nivel internacional durante los últimos 10 años. De tal forma el I.D.R.D. pudo constatar que el oferente había tenido alianzas con Walt Disney para promover sus producciones teatrales en América Latina, España y Portugal y con ECE (Hard Rock Live), Sitel Corp y Ticket Master, adquisición de R&P en Argentina, mediante la cual operó el hipódromo de las Américas. Pero tal vez lo más destacable es su actividad en México, puesto que tenían a su cargo, el manejo de 6 parques con una afluencia de 6 millones de visitantes anuales.

Todo lo anterior llevó a la conclusión de la amplia experiencia del contratista que contribuiría a que los habitantes del Distrito capital tuvieran a corto plazo el privilegio de disfrutar de una variada y selectiva forma de recreación por un valor cómodo, como seguramente va a suceder, comparado con los estándares utilizados en los mercados internacionales actuales referentes a esta actividad”.
La respuesta de la administración no desvirtúa lo señalado por este ente de control,  respecto a que mediante el contrato No 136/94 se dio en arrendamiento de manera irregular, un bien de uso público  y a una firma que carecía de experiencia como se pudo evidenciar en los documentos que certifican la fecha de su constitución; por lo anterior se dio traslado a la Personería Distrital para lo de su competencia.

Por lo tanto este hallazgo debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento que suscriba el IDRD con este organismo de control.

2.2.1.2 Ejecución del Contrato No 136/94

2.2.1.2.1. Obras no ejecutadas:

A través del Acta Modificatoria No. 5 de 1998, el I.D.R.D. disminuyó la tarifa del canon de arrendamiento del 10% al 4% a cambio de una inversión total de $42.000 millones por parte del “ARRENDATARIO”,   destinada a la construcción del zoológico, delfinario y adecuación concha acústica, entre otras obras.

Las atracciones citadas obedecían a obras civiles, lo que significaba que éstas entrarían a formar  parte de los activos del IDRD de conformidad con la cláusula octava del contrato 136/94; sin embargo,  estas atracciones no fueron construidas y a cambio fueron  reemplazadas por la instalación de otras atracciones mecánicas  que no corresponden a obra civil y que por lo tanto, al finalizar el contrato serán retiradas por el contratista o negociadas  con el IDRD.

Sobre este punto cabe destacar, que el IDRD sin contar con una planeación y análisis financiero que le garantizara la obtención de unos ingresos acordes a la propuesta inicialmente presentada por la firma Reforestación y Parques, pactó el cambio de la tarifa base del 10% al 4%,  en razón a que con las atracciones de gran impacto (delfinario, zoológico y  adecuación de la concha acústica) se  aumentaba el flujo de visitantes al parque y por ende los ingresos.

Por lo anterior, se evidencia un daño al patrimonio por $ 21.854.1
 millones, ocasionado, de una parte, por el incumplimiento  de la Sociedad Reforestación y Parques S..A. en la ejecución de las atracciones representadas en obra civil (zoológico, delfinario y adecuación concha acústica), así como por la gestión fiscal antieconómica e inequitativa del Instituto, toda vez que a la fecha no ha solicitado al contratista la construcción de otras obras de similares características, ni ha ajustado el valor de los ingresos 

Este hecho contraviene lo establecido en la Ley 80 de 1993 en los numerales 1,2,3 y 8 del artículo 4, numeral 12 del artículo 25; numerales 1 y 2 del artículo 26; artículo 27 y el inciso primero del artículo 41. Así mismo se contraviene lo establecido en los literales a y  b del artículo 2 de la Ley 87 de 1993.

El valor del detrimento se soporta en el proyecto de inversión presentado por la Sociedad Reforestaciones y Parques S.A. al IDRD, en agosto de 1999, donde para las atracciones referidas se hace la siguiente destinación de recursos:  

CUADRO 2

PROYECTO DE  INVERSION EN CONSTRUCCION 

10 DE AGOSTO DE 1999










         Millones de $

DESCRIPCION
VALOR

DELFINARIO
1.077.4

ZOOLOGICO
7.880.1

CONCHA ACUSTICA (AUDITORIO)
12.251.9




OBRAS PRELIMINARES





DELFINARIO
184.4

ZOOLOGICO
276.8

CONCHA ACUSTICA (AUDITORIO)
183.4

TOTAL
21.854.1

Fuente: Proyecto de inversión presentado por Reforestación y Parques en 1999.

Para corroborar el incumplimiento de la Sociedad Reforestación y Parques S.A., se presenta el resultado  del laudo emitido por el Tribunal de Arbitramento del 14 noviembre de 2003, mediante el cual se le reconoció a esta Sociedad una inversión de $35.699,4 millones,  de los 42.000 millones a que se comprometió  durante los 29 meses establecidos en el Acta Modificatoria No. 5 de 1998  (agosto/98-enero/01), y faltando un saldo por invertir de $6.330,6 millones, así:

CUADRO 3

CERTIFICACION INVERSION EN CONSTRUCCION 

25 AGOSTO 1998 – 24 DE ENERO DE 2001











        Millones de $

INVERSION EN CONSTRUCCION
VALORES

Zoológico
-

Delfinario
-

Adecuación o rediseño actual Concha Acústica (Auditorio)
1.3

Adecuación parqueaderos (Estacionamiento)
1.996.9

Revisión y reemplazo de las atracciones mecánicas existentes (Preliminares)
728.6

Instalación y adaptación de juegos mecánicos, juegos de feria, juegos acuáticos (Acuapark), comercios, restaurante, cafeterías, máquinas eléctricas y juegos de habilidad (Zonas comunes, parque de diversiones)
29.577.9

SUBTOTAL
32.304.7

(-) Gastos de registros de marcas y patentes
19.2

(+) Costos Aduaneros contratos de Leasing
3.383.9

TOTAL
35.669.4

Fuente:
Dictamen pericial. Agosto de 2003.   



Tribunal de Arbitramento Noviembre de 2003

La decisión del Tribunal de Arbitramento deja en evidencia, que la firma Reforestaciones y Parques S.A. no cumplió con lo establecido en el literal b) de la cláusula tercera del acta modificatoria No. 5 de 1998,  que señalaba: “El arrendatario se obliga a efectuar la inversión de que trata la presente acta modificatoria dentro del parque el Salitre para construir una atracción denominada Zoológico, una atracción denominada delfinario, adecuar los parqueaderos, adecuar o rediseñar la actual concha acústica para por lo menos 20.000 espectadores, con la obligación de colocar silleteria individual para por lo menos 5.000 espectadores.”
Este hecho se constituye en un hallazgo administrativo con alcance fiscal y disciplinario, y se encuentra incurso dentro de lo estipulado en el artículo 6 de la Ley 610 de agosto 18 de 2000, y el numeral 2 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002. 

Respuesta de la entidad:

“OBRAS NO EJECUTADAS: Sobre ésta materia el tema se aclara con la sentencia contenida en el laudo arbitral del 14 de noviembre de 2003 (remitida a ese despacho.

Lo que suscita el debate jurídico dentro del proceso arbitral anteriormente citado, es las cantidades de inversión que no es de $ 21.854.1, pues el  laudo arbitral es un fallo  con efectos ergahomnes, que presta mérito ejecutivo y se halla  ejecutoriado, por la suma de $ 6.330.6 millones,  fallo que nos dispondremos hacer efectivo en lo inmediato. “

No se acepta la respuesta de la entidad, toda vez que en el Laudo Arbitral solo se definió el valor total de la inversión que debía efectuar la Sociedad Reforestación y Parques S.A.  en cumplimiento de lo pactado en el Acta Modificatoria 5 de agosto de 1998, pero no se tuvo en cuenta la destinación de esta inversión, la cual está contenida en la cláusula tercera de la citada acta, que textualmente dice: “El arrendatario se obliga a efectuar la inversión de que trata la presente acta modificatoria dentro del parque el Salitre para construir una atracción denominada Zoológico, una atracción denominada delfinario, adecuar los parqueaderos, adecuar o rediseñar la actual concha acústica para por lo menos 20.000 espectadores, con la obligación de colocar silleteria individual para por lo menos 5.000 espectadores….”
El hallazgo se mantiene, por lo tanto este ente de control dio traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá y a la Personería Distrital para lo de su competencia y debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento que suscriba la entidad.

2.2.1.2.2 Ingresos dejados de percibir por cambio de tarifa base de ingresos del 10% al 4%.

En desarrollo del contrato 136/94 suscrito con la Sociedad Reforestación y Parques, se firmó el acta modificatoria No. 5 de agosto de 1998, en la cual, mediante la cláusula tercera, el IDRD aceptó disminuir la tarifa para el cálculo de los ingresos, pasando del  10% al 4%, a partir de enero/01, a cambio de  una inversión de $42.000 millones en un plazo de 29 meses contados a partir de agosto de 1998, para construir entre otras atracciones, obras de gran impacto como son zoológico, delfinario y adecuación de la concha acústica, que incrementarían de manera significativa los ingresos de la Sociedad y por ende los del Instituto.

De lo anterior se evidencia que a la fecha dichas atracciones no se han construido, no han sido reemplazadas por otras de similares características y el Instituto tampoco  ha solicitado el ajuste de la tarifa de los ingresos que debe percibir, a  las condiciones inicialmente pactadas, ocasionando un daño patrimonial de $1.711.6 millones, toda vez que a la fecha las partes mantienen la participación para el IDRD del 4% sobre los ingresos brutos operacionales que obtenga el contratista, a pesar de que éste no cumplió con la obligación de  construir las atracciones de gran impacto en mención. 

CUADRO 4

DIFERENCIAS TARIFAS CANON DE ARRENDAMIENTO

       Millones de $

AÑO
CANON ACTUAL
CANON ANTERIOR
DIFERENCIA


VALOR INGRESOS
TARIFA

%

ACTUAL
CANON

ACTUAL
INGRESOS 

MINIMOS
TARIFA

ANTERIOR
CANON


2001

(ene-jul)
0


800,0
9
890,6
638,5

2001

(Jul-Dic)
15.374.4
4
614.9

10
547,8


2002
12.870.2
4
514.8
855,9
10
1,287
431,1

2003
13.626.7
4
545.1
911,5
10
1,362,7
451,2

TOTALES
41871.3

1674.8
2567.4

4088.1
1520.8

Fuente: Balances de prueba reforestación y Parques. Certificaciones de Ingresos

CUADRO 5

INDEXACION DE LA DIFERENCIA DEL CANON POR TARIFA
Millones de $
SALDO 2.001
IPC/2002
SALDO INDEXADO 2.002
IPC/2003
SALDO INDEXADO 2.003
IPC/2004
SALDO INDEXADO 2.004

638.5
6,99
683.1
6,49
727.4
4,51
760.3

0
6,99
431.1
6,49
459.1
4,51
479.8

0
6,99
0
6,49
451.2
4,51
471.5







1.711.6









VALOR DETRIMENTO AJUSTADO CON EL IPC    $ 1.711.6 millones


Lo anterior contraviene lo establecido en los numerales 1,2,3 y 8 del artículo 4; numerales 1 y 2 del artículo 26; artículo 27;  numeral 12 del artículo 25 y el inciso primero del artículo 41 de la Ley 80 de 1993.

Esta situación se presenta, de una parte, por el incumplimiento  de la Sociedad Reforestación y Parques S..A. en la ejecución de las atracciones de gran impacto representadas en zoológico, delfinario y adecuación concha acústica, así como por la gestión fiscal antieconómica e inequitativa del Instituto, toda vez que a la fecha no ha solicitado al contratista la construcción de otras obras de similares características, ni ha ajustado la tarifa de los ingresos. 

Además, no existen estudios económicos ni proyecciones que soporten que la disminución de la tarifa de los ingresos a percibir por el Instituto frente a la inversión que debía realizar el contratista, garanticen la continuidad de los beneficios económicos establecidos en el contrato inicial. 

Como consecuencia, de lo anterior, se evidencia que el IDRD favorece a la firma Reforestación y Parques S.A., al mantener a la fecha la participación del 4% sobre los ingresos brutos operacionales, pues al no ejecutarse por parte del contratista las atracciones de gran impacto (delfinario, zoológico y auditorio),  desaparecieron los argumentos que tuvieron las partes para disminuir  la tarifa (del 10% al 4%), y al no existir estas atracciones que según las partes generaría mayor concurrencia (3’000.000 de asistentes al primer año) al parque y en consecuencia mayores ingresos, se debió modificar nuevamente la tarifa de acuerdo a las condiciones reales
De otra parte, el Instituto no ha presentado un incremento significativo en los ingresos provenientes del contrato 136/94, situación que afecta su capacidad de inversión, toda vez que estos recursos se deben destinar al mantenimiento del Parque Central Simón Bolívar.

Ahora bien, si la Sociedad Reforestaciones y Parques S.A., debía garantizar la cancelación de $800 millones anuales a partir del año 2001, incrementados con el IPC, es evidente que el comportamiento de los ingresos durante los años 2001 al 2003 han presentado disminuciones, los cuales no alcanzan a cubrir la cuantía mínima referida en el acta modificatoria No. 5. 

Se debe destacar que dentro del contenido de la cláusula segunda del contrato 136/94 no  se determinaba que la tarifa anual de los ingresos estuviese sujeta a la inversión que efectuara el “ARRENDATARIO”  en el Parque El Salitre; toda vez que las tarifas operarían durante la vigencia del contrato y sobre todos los ingresos que se produjeran por la explotación del objeto contractual; circunstancia que cambió radicalmente con el acta modificatoria No.5.
Este hecho se constituye en un hallazgo administrativo con alcance fiscal y disciplinario, y se encuentra incurso dentro de lo estipulado en el artículo 6 de la Ley 610 de agosto 18 de 2000, y el numeral 2 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002. 

Respuesta de la entidad:

“Referente a este numeral no se podría determinar la existencia del daño patrimonial de $1.520.8 Millones de pesos, resultante del cambio de tarifa base del 10% al 4%, como se manifestó anteriormente, las actas modificatorias al contrato, obedecieron a la ejecución del mismo, máxime cuando se pacta obligaciones a largo plazo que buscan generar beneficios a la ciudad. Sin embargo el Instituto se encuentra revisando dichas obligaciones, con el ánimo de continuar con el desarrollo de las obras enmarcadas en el Plan Maestro del Parque Salitre Mágico.” 

No se acepta la respuesta de la entidad, porque el detrimento aludido, está soportado en el hecho de que Reforestación y Parques S.A. no ejecutó las obras de gran impacto que incrementarían significativamente los ingresos, (Delfinario, zoológico y auditorio),  y sin embargo el IDRD ha mantenido la tarifa del 4%, a pesar de que la disminución en la misma estaba condicionada a la construcción de las atracciones citadas.

Por lo anterior, este ente de control dio traslado de este hecho a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá y a la Personería Distrital para lo de su competencia y debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento que suscriba la entidad.

2.2.1.2.3. Disminución en los ingresos por cambio en la base para el cálculo de la tarifa:

En desarrollo del contrato 136/94 suscrito con la Sociedad Reforestación y Parques, se firmó el acta modificatoria No. 5 de agosto de 1998, en la cual, mediante la cláusula tercera, el IDRD aceptó  disminuir  la base de los ingresos para el cálculo de la tarifa, a cambio de  una inversión de $42.000 millones en un plazo de 29 meses contados a partir de agosto de 1998, para construir entre otras atracciones, obras de gran impacto como son zoológico, delfinario y adecuación de la concha acústica, que incrementarían de manera significativa los ingresos de la Sociedad y por ende los del Instituto; evidenciándose que a la fecha dichas atracciones  no se han construido, no han sido reemplazadas por otras de similares características y tampoco se ha ajustado la base sobre la cual se calcula la tarifa  de los ingresos que debe percibir el Instituto.

Al no existir las atracciones que según las partes generarían mayor concurrencia (3.000.000 de asistentes al primer año) al parque y en consecuencia mayores ingresos, desaparecieron los argumentos que tuvieron las partes para disminuir la base para el cálculo de los ingresos a favor del IDRD.

Como consecuencia, se evidencia un daño patrimonial de $259.5 millones, toda vez que inicialmente se estableció la base para el cálculo de los ingresos a percibir por parte del Instituto, sobre el concepto de los ingresos brutos  obtenidos por el contratista en la explotación total de los bienes, servicios y demás actividades recreativas, al igual que cualquier otro ingreso que se produzca en el parque, y mediante  el acta citada, la base pasó a ser sobre los ingresos brutos operacionales, en la explotación total de los bienes, servicios y demás actividades operacionales que se desarrollen en el parque, excluyendo de esta manera los ingresos por concepto de publicidad.

CUADRO 6

INGRESOS DEJADOS DE PERCIBIR POR EL IDRD DESDE  ENERO  DE 2001 

A ABRIL DE 2004

Millones de $

AÑO
INGRESOS DE REFORESTACION Y PARQUES POR PUBLICIDAD
TARIFA BASE CALCULO
TOTAL INGRESOS DEJADOS DE PERCIBIR POR EL IDRD

2001
1,796,5
4%
75,5

2002
1,136,9
4%
48,1

2003
1,882,6
4%
83,8

Ene- Ab de 2004
511,8
4%
28,1

TOTAL
5.327.8

235.5

Fuente: Estados Contables Reforestación y Parques.

CUADRO 7

INDEXACION DEL VALOR DEJADO DE PERCIBIR POR EXCLUSION DE PUBLICIDAD

Millones de $
SALDO 2.001
IPC/2002
SALDO INDEXADO 2.002
IPC/2003
SALDO INDEXADO 2.003
IPC/2004
SALDO INDEXADO 2.004

75.5
6,99
80.8
6,49
86.0
4,51
89.9

0
6,99
48.1
6,49
51.2
4,51
53.5

0
6,99
0
6,49
83.8
4,51
87.6







28.5

TOTAL





259.5

Lo anterior contraviene lo establecido en los numerales 1,2,3 y 8 del artículo 4; Numerales 1 y 2 del artículo 26; Artículo 27;  Numeral 12 del artículo 25 y el inciso primero del Artículo 41 de la Ley 80 de 1993.

Esta situación se presenta, de una parte, por el incumplimiento  de la Sociedad Reforestación y Parques S..A. en la ejecución de las atracciones de gran impacto representadas en zoológico, delfinario y adecuación concha acústica, así como por la gestión fiscal antieconómica e inequitativa del Instituto, toda vez que a la fecha no ha solicitado al contratista la construcción de otras obras de similares características, ni ha ajustado la base de los ingresos,  lo cual reduce significativamente los ingresos, así como la capacidad de inversión por parte del IDRD.

El hecho anterior se constituye en un hallazgo administrativo con alcance fiscal y disciplinario, y se encuentra incurso dentro de lo estipulado en el artículo 6 de la Ley 610 de agosto 18 de 2000, y el numeral 2 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002. 

Respuesta de la entidad:

“ Referente a este numeral reiteramos lo manifestado a ustedes mediante oficio No. 015712 de mayo 10/04, en el cual les informamos que  el IDRD en aplicación a lo estipulado en el contrato 136/94 solicito a la revisoría fiscal  del contratista la aclaración correspondiente a la exclusión de los ingresos causados por conceptos de patrocinios  de la base para la liquidación del canon de arrendamiento, la cual fue contestado mediante oficio 25521  de diciembre 27/01 en la que justifican  la exclusión de los ingresos por patrocinios por no constituir para el contratista ingresos operacionales, en razón a que no se derivan del objeto y la actividad principal desarrollada por estos.

En el mismo sentido  el IDRD mediante oficio No. 019690 de julio 30 de 2002 solicitó a la revisora fiscal nuevamente aclaración el respecto,  recibiendo por parte de Reforestación y Parques otra certificación de la revisora fiscal justificando  la exclusión (anexamos copia)

Por lo que no podemos aceptar  que se presente detrimento patrimonial frente a lo expresado por usted en este aparte. “

No se acepta la respuesta de la entidad, porque el detrimento aludido, está soportado en el hecho de que Reforestación y Parques S.A. no ejecutó las obras de gran impacto que incrementarían significativamente los ingresos, (Delfinario, zoológico y auditorio),  y sin embargo el IDRD ha mantenido la base de los ingresos, excluyendo los obtenidos por concepto de publicidad,  a pesar de que la disminución en estos estaba condicionada a la construcción de las atracciones citadas.

Por lo anterior, este ente de control dio traslado de este hecho a la  Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá y a la Personería Distrital para lo de su competencia y debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento que suscriba la entidad.

2.2.1.2.4. Valor no cobrado en Acuerdo de Pagos:

Revisado el acuerdo de pagos suscrito mediante Acta No. 3 del 28 de noviembre de 2002, se observa un daño al patrimonio del IDRD, por $145.9 millones toda vez que el IDRD excluyó los ingresos por publicidad para el cálculo de la deuda del período comprendido entre agosto de 1998 y diciembre de 2000, sin tener en cuenta que aún estaba vigente lo establecido en el contrato 136/94, de incluir  cualquier otro ingreso que se produzca en el parque, situación que se presenta por la falta de control y seguimiento por parte del Instituto en la Liquidación de dicho acuerdo. 

A continuación presentamos la liquidación efectuada por esta auditoría:

CUADRO 8

CALCULO DETRIMENTO MENOR VALOR  COBRADO A REFORESTACION Y PARQUES S.A.  EN ACUERDO DE PAGOS PACTADO MEDIANTE ACTA 3 DE NOVIEMBRE DE 1998

PERIODO AGOSTO DE 1998 A DICIEMBRE DE 2000

Pesos $

FECHA


INGRESOS BRUTOS S/G BALANCES
TARIFA


VALOR A RECIBIR POR EL IDRD                 (1)
VALOR PAGADO POR REFORESTAC. Y PARQUES (2)
DIFERENCIA

(1-2)
OBSERVAC.

 
 
 
 
 
 
 

Ago-98
242.322.432
0,07
16.962.570
17.044.281
 
 

Sep-98
199.393.056
0,07
13.957.514
14.000.323
 
 

Oct-98
192.195.248
0,07
13.453.667
13.432.153
 
 

Nov-98
162.385.163
0,07
11.366.961
11.351.803
 
 

Dic-98
606.960.050
0,07
42.487.204
42.509.349
 
 

SUBTOTALES
1.403.255.949
 
98.227.916
98.337.909
-109.993
Saldo a favor Reforestación y Parques

 
 
 
 
 
 
 

Ene-99
505.597.535
0,07
35.391.827
35.392.008
 
 

Feb-99
389.665.721
0,07
27.276.600
27.276.601
 
 

Mar-99
335.633.401
0,07
23.494.338
28.947.861
 
 

Abr-99
271.049.793
0,07
18.973.486
21.771.660
 
 

May-99
296.304.899
0,07
20.741.343
22.068.157
 
 

Jun-99
427.027.511
0,07
29.891.926
29.905.422
 
 

Jul-99
455.096.069
0,07
31.856.725
36.871.939
 
 

Ago-99
54.552.988
0,08
4.364.239
4.355.727
 
 

Sep-99
50.387.757
0,08
4.031.021
4.031.021
 
 

Oct-99
110.151.869
0,08
8.812.150
10.501.455
 
 

Nov-99
127.368.237
0,08
10.189.459
8.687.067
 
 

Dic-99
218.554.521
0,08
17.484.362
11.418.795
 
 

SUBTOTALES
3.241.390.301
 
232.507.475
241.227.713
-8.720.238
Saldo a favor Reforestación y Parques

 
 
 
 
 
 
 

Ene-00
238.566.645
0,08
19.085.332
 
 
 

Feb-00
21.501.476
0,08
1.720.118
1.723.040
 
 

Mar-00
40.552.558
0,08
3.244.205
22.364.031
 
 

Abr-00
42.570.348
0,08
3.405.628
3.428.601
 
 

May-00
16.500.328
0,08
1.320.026
1.324.383
 
 

Jun-00
15.466.452
0,08
1.237.316
1.380.172
 
 

Jul-00
3.941.130
0,08
315.290
 
 
 

Ago-00
4.772.608
0,09
429.535
429.535
 
 

Sep-00
4.654.870
0,09
418.938
418.938
 
 

Oct-00
483.424.937
0,09
43.508.244
19.345.857
 
 

Nov-00
1.965.420.466
0,09
176.887.842
78.660.893
 
 

Dic-00
2.963.389.462
0,09
266.705.052
118.582.267
 
 

SUBTOTALES
5.800.761.280
 
518.277.526
247.657.717
270.619.809
Deuda de  Reforestación y Parques

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
261.789.578
Deuda de Reforesatación y Parques desde agosto a diciembre de 2000, según liquidación grupo auditor

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
115.800.234
Deuda establecida por el IDRD  por el período comprendido entre agosto de 1998 y diciembre de 2000, en acuerdo de pagos adoptado mediante acta 3 del 28 de noviembre de 2002.

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
145.989.344
Presunto detrimento por el valor dejado de cobrar en el periodo comprendido entre agosto de 1998 a diciembre de 2000.

Este hecho se encuentra incurso dentro de lo estipulado en el artículo 6 de la Ley 610 de agosto 18 de 2000 y el numeral 2 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002, constituyéndose en un hallazgo administrativo con alcance fiscal y disciplinario. 

Respuesta de la entidad:

“Como se indicó  en el punto anterior la modificación contractual contenida en el acta N° 5  la base para la liquidación paso a ser sobre ingresos brutos operacionales que al examinar los ingresos sobre los avisos, estos no constituyen publicidad, si no patrocinio, y en consecuencia no hay lugar a cobrar en la liquidación como ingreso bruto operacional  todas las sumas que aparecen descritas en el cuadro 5 de este punto.”

No se acepta la respuesta de la entidad porque en la misma acta modificatoria No. 5 de 1998 se indica que la base de los ingresos brutos operacionales se aplicará a partir de enero de 2001 y no a partir de la firma del acta (agosto de 1998), fecha que tomó la administración para establecer el valor de la deuda entre agosto de 1998 y diciembre de 2000.

Por lo anterior, este ente de control dio traslado de este hecho a la  Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá y a la Personería Distrital para lo de su competencia y debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento que suscriba la entidad.

.

2.2.1.2.5. Falta de control y seguimiento en el manejo de los ingresos. 

El literal s) de la cláusula séptima del contrato 136/94, Obligaciones del arrendatario, establece: “Contratar los servicios de una firma de auditoría externa escogida por el Instituto para que vigile y  supervise lo relacionado con la cláusula segunda del presente contrato”,.  Esta obligación fue omitida por la firma Reforestaciones y Parques,  toda vez que no contrató los servicios de una auditoría externa escogida por el IDRD, y no se puede asumir que la revisoría fiscal del contratista supla la  auditoría externa pactada, pues como es bien sabido el contrato es ley para la partes y éstas se tienen que allanar a lo dispuesto en el mismo, es decir debió contratar la auditoría externa, ya que ésta cumpliría una función de auditaje exclusivamente al contrato 136, diferente a la revisoría fiscal que es para la sociedad Reforestaciones y Parques S.A. que es para toda su actividad comercial.

Así entonces, la revisoría fiscal a que alude el IDRD  se constituye en una obligación  legal para las sociedades anónimas de acuerdo con el artículo 203 del Código de Comercio, por ello al estar constituida la firma Reforestaciones y Parques S.A en una sociedad anónima, necesariamente debe tener una revisoría fiscal que es diferente a la auditoría externa que debió haber contratado por sugerencia del IDRD, para ejercer el control de los ingresos.

Esta omisión corrobora aún más el trato benéfico que el Instituto le ha dado a la sociedad Reforestación y Parques S.A.,  y deja en evidencia que el IDRD no ha realizado un seguimiento adecuado y oportuno al contrato 136 ni a las modificaciones posteriores realizadas a éste, pues al haber presentado el “ARRENDATARIO” incumplimientos graves, el contratante no ha tomado a la fecha ninguna acción que lo favorezca, cuando en el contrato tiene herramientas para ello, verbigracia cláusula penal pecuniaria (cláusula decimaquinta contrato 136).

Este hecho se constituye en un hallazgo administrativo con alcance disciplinario y penal al desconocer el Director y demás servidores públicos del IDRD, el deber de “cumplir con diligencia, eficiencia el servicio que se le ha encomendado”  y por la indebida utilización de recursos al no contratar una auditoría externa para los ingresos, previsto en el numeral 2 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002, omisión que se erige en falta disciplinaria de acuerdo con el artículo 23 de la citada ley. 

Respuesta de la entidad:

“El IDRD a través de la Subdirección Técnica de Construcciones, ha exigido el cumplimiento de  la cláusula en mención, se anexa copia oficio remisorio (Anexo 1); igualmente en la actualidad, esta Dirección insiste sobre el particular y, se compromete a hacer exigible tal cláusula.”

Si bien es cierto la entidad admite que no ha hecho efectiva la cláusula referente a la contratación de una auditoría externa por parte de Reforestación y Parques, esta inconsistencia se considerará subsanada hasta tanto se realice la contratación correspondiente, en consecuencia, el hallazgo se mantiene.

Por lo anterior, se dio traslado de este hecho a la Personería Distrital para lo de su competencia y debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento que suscriba la entidad con la Contraloría Distrital.

2.2.1.2.6. Falta de  supervisión en el contrato 136/94.
 Esta auditoría determinó que no se ha realizado vigilancia al contrato 136,  pese a que en el mismo se pactó -cláusula novena y demás modificaciones- que la  vigilancia del acuerdo de voluntades estaría a cargo del IDRD,  y los funcionarios públicos encargados de realizar tal tarea no la ejercieron, ya que no se encontraron informes ni actuación alguna al respecto, tal como lo manifestara la administración.

Igualmente se advierte que el IDRD solamente reglamentó las funciones de vigilancia y supervisión hasta el 3 de marzo de 2003 que se expide por parte del Instituto la Resolución de Supervisión No. 607 del 5 de diciembre de 2002 y las Resoluciones Nos. 066 del 3 de marzo de 2003 y 171 del 19 de marzo de 2004   que modifican la Resolución No. 607.  

De conformidad con lo anterior, queda demostrado que los funcionarios encargados de la vigilancia del contrato  se han abstraído  al cumplimiento de sus deberes  legales y contractuales, ocasionando los daños al patrimonio señalados anteriormente;  circunstancia que se constituye en un hallazgo de naturaleza administrativa con alcance disciplinario, toda vez que desconocen el  numeral 1º del artículo 34 de la disposición referida pues la omisión se erige en falta disciplinaria al tenor del artículo 23 de la Ley 734 de 2002,.
Respuesta de la entidad:

“De la misma manera, el I.D.R.D. no dejó en manos del contratista toda la responsabilidad, puesto que durante la vigencia del contrato, la Sociedad Reforestación y Parques S.A. , ha contado con una supervisión por parte de las Subdirecciones Técnica de Parques y de Construcciones, las cuales han realizado requerimientos, proporcionando al contratista la ayuda que necesita y las demás actuaciones propias de la interventoría, lo cual conllevó a que las obras contaran con las especificaciones técnicas requeridas y con la garantía y calidad exigidas.”

No se acepta la respuesta de la entidad porque lo señalado en los párrafos precedentes corroboran la falta de seguimiento y  control por parte del Instituto para exigir el cumplimiento de las obligaciones pactadas en el contrato 136/94 y sus actas modificatorias.

Por lo anterior, este ente de control dio traslado de este hecho a la Personería Distrital para lo de su competencia y debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento que suscriba la entidad con la Contraloría Distrital.

2.2.3. Contratos relacionados con la obra e interventoría del Complejo Acuático Simón Bolívar.

2.2.3.1. Contrato de prestación de servicios No 051 de 2003  

El 2 de abril de 2003 el IDRD suscribe el contrato de prestación de servicios N° 051 de 2003 con la Arq. Katia Margarita González, contrato por valor de $20’000.000 y con  un plazo de ejecución de 5 meses.
Dentro de las obligaciones de la contratista estaban:

· Estructurar y consolidar el proceso de definición y consolidación de las fuentes de financiación del proyecto.

· Asesorar en la elaboración de los términos de referencia para la contratación del concurso público de diseño.

· Asesorar en la elaboración de los términos y especificaciones técnicas de los diseños definitivos para la construcción de la obra.

· Asesorar en la elaboración de los términos para contratar la interventoría de la obra.

· Realizar las diferentes presentaciones y trámites que se requieran para cumplir con el objeto del contrato.

· Emitir los diferentes conceptos y resolver las consultas que le sean solicitados por el supervisor del contrato, con la celeridad.

· Informar permanentemente al supervisor del contrato sobre las diferentes gestiones y actividades adelantadas en desarrollo del contrato.

· Presentar al supervisor del contrato informes mensuales sobre actividades realizadas en virtud del cumplimiento del contrato.

· Las demás que el supervisor del contrato considere necesarias para el cumplimiento del contrato.

El 2 de julio de 2003, la contratista solicita suspensión del contrato en razón a la sanción interpuesta  por el Consejo Profesional Nacional y aduciendo no tener conocimiento de la citada sanción, siendo aceptada su petición y por tanto  suspendido el contrato, por tiempo indefinido, a partir del 24 de julio de 2003.

El 3 de octubre de 2003, a Contratista solicita dar por terminado bilateralmente el contrato, siendo aceptada esta solicitud, con la terminación y liquidación por mutuo acuerdo el día 15 de octubre de 2003.

Mediante Resolución N° 022, del 29 de septiembre de 2003, fue revocada la sanción impuesta a la Contratista con Resolución N° 11 del 21 de junio de 2002. 

La contratista se encontraba inhabilitada para suscribir el contrato, según lo dispuesto en los artículos 8 y 9 de la Ley 80 de 1993., en razón a que en el listado de sancionados del Consejo Profesional Nacional de Arquitectura y sus profesiones auxiliares, aparece la Contratista con una suspensión en el ejercicio profesional por un período de 12 meses comprendido entre el 1 de noviembre de 2002 y el 1 de noviembre de 2003.

La contratista solicita a Sala Plena del Consejo la Revocatoria Directa del Acto Administrativo, por el cual se impuso la sanción.  Sin embargo,  la solicitud de la revocatoria no afectaba el cumplimiento del acto administrativo, mientras no fuese resuelta. 

No se cumplió con el objeto del contrato por cuanto este era básicamente prestar asesoría en el desarrollo del concurso arquitectónico para la construcción del Complejo Acuático Simón Bolívar, el cual terminó el 30 de septiembre de 2003 fecha en la cual todavía se encontraba suspendido el contrato y según comunicación N° 033133 del 7 de octubre de 2003, el Subdirector de Construcciones, Sr. Oscar Pereira, comunica a la Secretaría General del Instituto, que las demás obligaciones de la Contratista, como son la asesoría en la elaboración de los términos de referencia y pliegos del proceso de construcción del Complejo fueron surtidas al interior de esa Subdirección.

De otra parte, las obligaciones del contratista con respecto al concurso público de diseño, fueron asumidas por la Sociedad Colombiana de Arquitectos mediante el Contrato de Prestación de servicios N° 399 de 2003, del 4 de julio de 2003.

Por lo anteriormente descrito, se configura detrimento fiscal por la suma de $14’799.999,  valor total pagado a la Contratista. 

Respuesta de la entidad:

“1-)  Revisados los antecedentes se estableció que el 2 de abril del 2003, el Instituto Distrital para la Recreación y el Deporte suscribió el contrato de prestación de servicios No. 051 de 2003, con la arquitecta KATIA MARGARITA GONZALEZ ROSALES, por valor de VEINTE MILLONES DE PESOS M.CTE ($20.000.000.00) y un plazo de ejecución de cinco (5) meses.

2-) Que las obligaciones pactadas con la contratista son las que usted enuncia en el oficio del asunto, de acuerdo con lo señalado en la cláusula segunda del contrato que nos ocupa. 

3-) Examinada la carpeta del contrato de prestación de servicios No. 051 de 2003, se comprobó que la contratista solicitó la suspensión del contrato en mención  mediante oficio con radicación interna No. 13006 del 24 de julio del 2003 y no el 2 de julio del 2003 como se indica en el documento enviado por ustedes.

4-) También se pudo establecer que efectivamente el 3 de octubre de 2003, la contratista solicita dar por terminado bilateralmente el contrato  petición a la que efectivamente se accede el día 15 de octubre de 2003, según consta en el acta de terminación y liquidación del mencionado contrato.

En relación con las conclusiones citadas por dicha oficina me permito manifestar lo siguiente:

1-) En relación con el tema de las inhabilidades, es preciso tener en cuenta  lo previsto en la cláusula décima quinta del contrato de prestación de servicios No. 051 de 2003 cuando señala “El contratista afirma bajo la gravedad del juramento, que se entiende prestado con la firma del presente contrato, que no se halla incurso en ninguna de las causales de inhabilidad e incompatibilidad previstas en el artículo 8° de la Ley 80 de 1993, y que si llegare a sobrevenir alguna, actuará conforme a lo previsto en el artículo 9° de la Ley 80 de 1993. Así mismo, que no se encuentra registrado en la lista de la Contraloría General de la Nación como responsable fiscal, igualmente que no es deudor moroso de ninguna entidad estatal”. 

2-) Frente a lo expuesto por ustedes sobre el incumplimiento del objeto del contrato, en la carpeta respectiva reposan los informes presentados por la arquitecta KATIA MARGARITA GONZALEZ ROSALES, sobre las actividades desarrolladas así como certificación de recibo a satisfacción suscrita por el supervisor del contrato así:

a-) Informe No. 1. de abril 29 de 2003  folios 70 al 76.

     Certificado de informe  de supervisión  folio 81.

b-) Informe No. 2. de junio 3 de 2003  folios 86 al 88.

     Certificado de informe de supervisión  folio 90.

c-) Informe No. 3. de julio 9 de 2003  folios 96 al 103.

     Certificado de informe de supervisión  folio 105.

d-) Informe No. 4. de octubre 14 de 2003  folios 224 al 228.

     Certificado de informe de supervisión  folio 231.

3-) Adicionalmente, según memorando con radicación interna 024094 de julio 23 de 2004 folio 141, suscrito el Subdirector Técnico de Construcciones y dirigido a la Coordinadora del Grupo de Apoyo a la Contratación, quien manifiesta:  “El contrato de prestación de servicios suscrito con la arquitecta KATIA MARGARITA GONZALEZ ROSALES con tarjeta profesional No. 00896 regional Atlántico, se ha venido desarrollando normalmente, sin embargo he recibido por parte de la Sociedad Colombiana de Arquitectos con fecha de 23 de julio del año en curso un listado de sancionados donde se estipula que la arquitecta González está suspendida del ejercicio profesional en el periodo (SIC) comprendido entre el 1 de noviembre de 2002 y el 1 de noviembre de 2003, por solicito estudiar dicha situación en cuanto a las implicaciones jurídicas que esto tiene en el marco de la Ley 80 de 1993 y decretos reglamentarios”.

Lo anterior también se puede verificar con los comprobantes de egreso expedidos por la Tesorería del Instituto, quienes exigen que la cuenta se acompañe de certificación de cumplimiento del contrato, para proceder al respectivo pago. 

4-) En el caso que nos ocupa a la contratista se le efectuaron los pagos que se relacionan a continuación:

a-) Comprobante  Egreso No. 55035 de Mayo 12 de 2003      $ 3.600.000.00

b-) Comprobante  Egreso No. 55497 de Junio 26 de 2003      $ 4.000.000.00

c-) Comprobante  Egreso No. 55699 de Julio 18  de 2003       $ 4.000.000.00

d-) Comprobante   Egreso No. 56594 de Octubre 21 de 2003 $ 3.199.999.90 

Para un total de






 $14.799.999,90.

Los anteriores comentarios y argumentos que se consignan conforme a su solicitud, se expresan con base en los documentos que reposan en la carpeta del contrato de prestación de servicios No 051 de 2003”.
No acepta la respuesta por cuanto como se dijo anteriormente, se suscribió un contrato con una persona inhabilitada para hacerlo y por no haber cumplido con el objeto contractual, por lo tanto se ratifica el hallazgo fiscal. 

Por lo anterior, se dio traslado de este hecho a la  Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá y a la Personería Distrital para lo de su competencia y debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento que suscriba la entidad con este organismo de control fiscal.

2.2.3.2. Contrato de Consultoría No. 595 de 2003

2.2.3.2.1. Incumplimiento de los compromisos contractuales, obligaciones del Consultor, numeral 17, referente a su obligación de realizar los trámites requeridos ante cada una de las Entidades competentes con antelación al inicio de las obras como es el caso de la certificación de redes de acueducto, que fue solicitada el 9 de junio, la radicación ante CODENSA, efectuada el 28 de mayo y la licencia de excavación expedida mediante Resolución 7287 el 23 de junio de 2004. 

Según oficio No 023888 del 21 de julio de 2004  remitido por la Directora del IDRD a este Equipo Auditor, el consultor efectivamente, solicita el 9 de junio de 2004, la certificación de redes ante la Empresa de acueducto, sin embargo, de acuerdo a respuesta dada por la Empresa de Acueducto con respecto a este tema, la Empresa informa que se enteró de la construcción del proyecto, por información de funcionarios del IDRD, a mediados del mes de mayo de 2004, cuando el Instituto detectó la tubería del colector de aguas lluvias, mientras realizaban los preliminares del proyecto. Luego de un reporte informal de lo sucedido por parte del IDRD al Acueducto se concertó para el día 1 de junio de 2004 una visita técnica conjunta para el análisis de la situación. El mismo día, la Empresa ilustró al Instituto sobre el trámite a seguir ante la misma, luego de lo cual, el día 9 de junio, el consultor efectuó la solicitud de datos técnicos, sin embargo, la documentación anexa requerida no estaba completa razón por la cual, el día 10 de junio, la Empresa solicitó complementar la información para poder efectuar el trámite, requerimiento que la Empresa reiteró el pasado 8 de julio, sin que a la fecha se haya expedido la correspondiente certificación de redes.

Por todo lo anterior se configura un hallazgo administrativo con alcance disciplinario, transgrediendo lo dispuesto en el artículo 4, ”De los Derechos y Deberes de la Entidades Estatales”, numerales 1., por su deber de exigir del contratista la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado. De igual manera, se transgredió lo dispuesto en el artículo 2 de la ley 87 de 1993, literales a y b, en lo referente al deber a la Entidad de proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten y garantizar la eficacia, eficiencia y economía en todas las operaciones promoviendo y facilitando la correcta ejecución de las funciones y actividades definidas para el logro de la misión institucional.

Respuesta de la entidad :

“A las observaciones formuladas por la Contraloría nada nuevo debe agregar este Despacho en el entendido de que la información allí suministrada coincide con la documentación puesta a disposición por la Subdirección Técnica de Construcciones. 

Frente al tema de la licencia de excavación, tal y como se estipula en la resolución 7287 del 23 de junio de 2004, la referida licencia se solicitó el día 6 de mayo de 2004, con el fin de que se autorizara la intervención en el espacio público y por ello para la ejecución de las obras al interior del predio no se requería su expedición con anterioridad, prueba de ello, es lo dispuesto en el artículo segundo de la mencionada resolución donde indica que se “autoriza al CONSORCIO COMPLEJO METROPOLITANO para intervenir el Espacio Público ubicado en la CALLE 63 POR TRANSVERSAL 39, donde se ejecutarán obras para la CONSTRUCCIÓN DE LAS ACOMETIDA (sic) DOMICILIARIAS DE ACUEDUCTO, ALCANTARILLADO Y ELECTRICA SUBTERRANEA para el predio PARQUE METROPOLITANO SIMON BOLIVAR – COMPLEJO ACUATICO.

En relación con los permisos y licencias restantes, es pertinente hacer las siguientes precisiones: 

ACUEDUCTO: 

Frente a los estudios hidro-sanitarios, el IDRD en oficio 041163 del  18 de diciembre de 2003, autorizó al consultor (Arias Serna Saravia – Plinco S.A.) a que realizara los trámites pertinentes para la solicitud de información necesaria para el estudio hidráulico y sanitario del proyecto Complejo Acuático Simón Bolívar. 

Así, el día 21 de enero de 2004 el diseñador hidro-sanitario (Plinco S.A.) subcontratista del consultor, solicitó a la firma Arias Serna & Saravia (diseñador responsable de todo el proyecto) los documentos necesarios para obtener la certificación de redes y para continuar con los trámites de obtención de los servicios de Acueducto y Alcantarillado del proyecto. 

Por lo anterior, el IDRD mediante oficio 14304 del 28 de abril de 2004, entregó al diseñador del proyecto copia de la licencia de construcción para adelantar los trámites ante las Empresas de Servicios Públicos. 

El diseñador del proyecto mediante oficio con radicado No. 08088 del 7 de mayo de 2004, solicitó al IDRD la documentación para el trámite ante la Empresa de Acueducto y Alcantarillado y la entidad mediante el oficio 17257 del 21 de mayo de 2004, entregó al diseñador del proyecto los documentos solicitados. 

Una vez complementada la información requerida para la solicitud de certificación de redes, la firma Plinco S.A. mediante el oficio CD-524-2004 del 9 de junio de 2004, radicó ante la Empresa de Acueducto los documentos necesarios para dicho trámite (plano de localización general y licencia de construcción). 

Con base en lo anterior, el consultor Arias, Serna & Saravia, con oficio CD-815-2004  del 11 de agosto de 2004, remite al IDRD copia de la certificación de redes expedida por la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, mediante el oficio 0826-2004-744 del 2 de agosto de 2004. 

CODENSA: 

En iguales términos, frente a la solicitud del estudio preliminar del servicio de energía para el proyecto Complejo Acuático Simón Bolívar, el IDRD con oficio 041164 del 18 de diciembre de 2003, autorizó al consultor (Arias Serna & Saravia – Julio Cesar García)  para realizar dichos trámites.

La solicitud del estudio preliminar de energía, es decir la factibilidad del proyecto, se realizó ante Codensa el 29 de diciembre de 2003; una vez revisado por parte de Codensa fue aprobado el 9 de enero de 2004, según factibilidad No. 704474.

En virtud de lo anterior es importante aclarar que la factibilidad expedida por Codensa corresponde al estudio que realiza la empresa con relación al punto de alimentación en media tensión. Lo cual corresponde a una viabilidad del proyecto serie 3 de Sub - estación para continuar los trámites de aprobación de dicho proyecto por parte de Codensa. Proyecto que se requiere aprobado para la puesta en marcha del mismo y la entrega ante Codensa de red de media tensión, canalización y subestación eléctrica.

El diseñador eléctrico Julio Cesar García, subcontratista del consultor, mediante  oficio fechado el 11 de febrero de 2004, solicitó al diseñador del proyecto carta de autorización ante Codensa, según modelo anexo y los demás documentos necesarios (entre otros la licencia de construcción) para los trámites de aprobación de Sub-estación ante Codensa. 

El IDRD mediante oficio 14304 del 28 de abril de 2004, entregó al diseñador del proyecto, copia de la licencia de construcción para adelantar los trámites ante las Empresas de Servicios Públicos. Mediante el oficio 017069 del 21 de mayo de 2004, el IDRD autorizó al Ingeniero electricista Julio Cesar García para que tramitará el proyecto serie 3 del Complejo Acuático. El diseñador eléctrico Julio Cesar García, mediante el oficio del 28 de mayo de 2004, con número 00074189 radicó ante Codensa los documentos necesarios para los trámites de aprobación del proyecto.  

Con el fin de realizar por parte de Codensa S.A. ESP, la aprobación del proyecto eléctrico, dicha empresa expidió la factura cambiaria de compra venta No. FV00009354 con fecha 17 de junio de 2004 por valor de $470.890,00 por concepto del pago de los gastos que ello ocasiona. 

Con relación al hallazgo administrativo con alcance disciplinario, transgrediendo lo dispuesto en el artículo 4 “De los Derechos y Deberes de las Entidades Estatales”, numerales 1., por su deber de exigir del contratista la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado” resulta pertinente que la presente administración entre a evaluar la totalidad de las condiciones exigidas para determinar si se tenían todos los estudios previos y demás requerimientos legales necesarios para evitar una indebida administración ante posibles riesgos que afectaran la eficacia, eficiencia y economía en las operaciones a ejecutar en virtud del proyecto...”

No acepta la respuesta, por cuanto los argumentos dados por el IDRD, no desvirtúan las observaciones realizadas en cuanto a lo que respecta con las demoras en la consecución de las diferentes licencias ante las Entidades correspondientes y la falta de gestión del Instituto para su consecución, por lo cual se reitera como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria.

Por lo anterior, este ente de control dio traslado de este hecho a la Personería Distrital para lo de su competencia y debe ser incluido por la entidad en el Plan de Mejoramiento que suscriba con la Contraloría de Bogotá.

2.2.3.2.2.  A la fecha de cierre de la licitación para la construcción de las obras, la firma consultora no había entregado el presupuesto final, por lo que se adelanto un proceso licitatorio, sin tener el valor final del presupuesto del proyecto, lo cual esta generando sobrecostos y demoras en la ejecución de las obras, que serán cuantificadas a la liquidación del contrato. Esto se demuestra en el hecho que el Contrato de Consultoría se terminó el 13 de diciembre de 2003, siendo los resultados de esta consultoría, en lo referente a presupuesto de obra, la base para el proceso licitatorio que se inició el 30 de diciembre. Sin embargo,  posteriormente al recibo del estudio efectuado por el consultor, el IDRD efectúa unas observaciones sobre el mismo y solicita al consultor que efectúe las correcciones y ajustes de acuerdo a las observaciones presentadas según oficio No.001127 remitido el 16 de enero de 2004 a la firma consultora.  Sólo hasta el 25 de marzo, se reciben los estudios a satisfacción por parte de Instituto. 

De otra parte, el presupuesto elaborado por la firma consultora, una vez realizado los respectivos ajustes, no incluyendo la ejecución de  la piscina de niños se estima en $12.305.168.7, la piscina de niños esta presupuestada en $3.048.721,304 para un total de costo directo de $15.353.890.018. sin incluir AIU.  Valor que difiere ampliamente al del presupuesto oficial.  Se observa una variación radical en el presupuesto de la obra que pasó en principio de 11 mil millones aproximadamente a 18 mil millones de pesos, es decir casi el doble de lo presupuestado en un principio, hecho este que se tiene previsto solucionar, tramitando una adición al contrato de obra, que se estima a la fecha, según informe de interventoría N° 3 de junio de 2004, en aproximadamente $4.500 millones de pesos. 

La no terminación de la etapa de consultoría con antelación a la etapa de licitación, la serie de modificaciones en cuantía y metas físicas que se efectuaron a lo largo de todo del proceso del proyecto, resultantes de la ausencia de planeación y el incumplimiento de  las obligaciones  contractuales conllevaron a que configurara un hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria y se transgrediera lo dispuesto en los siguientes artículos de la ley 80 de 1993:

Artículo 4 ”De los Derechos y Deberes de la Entidades Estatales”, por su deber de exigir del contratista la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado.  

Artículo 24  “Del principio de transparencia”, numeral 5, incisos a, b, y c, por no indicar dentro del pliego de condiciones o términos de referencia, requisitos objetivos, así como no definir reglas claras y objetivas, justas, claras y completas que permitieran la elaboración de ofrecimientos de la misma índole que aseguraran una escogencia objetiva.

Artículo 25  “Del Principio de Economía”, numerales 1, 4 y 12, por no cumplir ni establecer procedimientos y etapas requeridos para asegurar la selección objetiva de la propuesta más favorable, ni adelantar los trámites necesarios con austeridad de tiempo, medios y gastos. De igual manera, por no elaborar, con la debida antelación a la apertura del procedimiento de selección los estudios, diseños y proyectos requeridos.

Artículo 26 ”Del  principio de Responsabilidad”, numeral  3, ya que en virtud a este principio, las Entidades y los Servidores públicos responderán cuando hubiere abierto licitaciones  o concursos sin haber elaborado previamente los correspondientes pliegos de condiciones, términos de referencia, diseños, estudios, planos y evaluaciones que fueren necesarios o cuando los pliegos de condiciones o términos de referencia hayan sido elaborados de forma incompleta, ambigua o confusa que conduzca a interpretaciones o decisiones de carácter subjetivo por parte de aquellos.

De igual manera, se transgredió lo dispuesto en el artículo 2 de la ley 87 de 1993, literales a y b, en lo referente al deber a la Entidad de proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten y garantizar la eficacia, eficiencia y economía en todas las operaciones promoviendo y facilitando la correcta ejecución de las funciones y actividades definidas para el logro de la misión institucional.

Respuesta de la entidad:

“En relación con la entrega de los estudios por parte del consultor, es pertinente indicar que los diseños tanto arquitectónicos como técnicos, detalles y presupuesto fueron entregados el 15 de diciembre de 2003 y durante el tiempo posterior a dicha entrega, de acuerdo con lo establecido en el numeral 17 de la Cláusula Segunda del contrato de consultoría, se han venido realizando conjuntamente con sus asesores, los ajustes y ampliaciones de los conceptos necesarios para dar claridad al diseño, siendo resultado de ello una variación en las cantidades y valores finales del proyecto. Como consecuencia de lo anterior, este Instituto requerirá al diseñador explicaciones sobre las variaciones del presupuesto definitivo de obra y sobre el cumplimiento de sus obligaciones, con el fin de determinar las acciones legales que contra él sean procedentes en razón de las observaciones planteadas por ese organismo de control.

La construcción del Complejo Acuático se ajustó a la disponibilidad de recursos del IDRD y COLDEPORTES, es por ello que la apertura del proceso de licitación se realizó con un presupuesto de $11.383.799.771 del año 2003, sin embargo, aprobado el presupuesto para el proyecto “Desarrollo e infraestructura de parques y escenarios“, en el año 2004, se adicionó el presupuesto de la Licitación Pública No. 040 de 2003, por un valor de $2.816.200.229 quedando el presupuesto oficial en la suma de $14.200.000.000, valor con el cual se dio apertura a la Licitación, el 2 de febrero de 2004, y el cual correspondía al presupuesto estimado para el desarrollo del Complejo Acuático sin incluir la piscina de niños y obras exteriores.

Como ya se anotó por parte de ese ente de control, el presupuesto inicial correspondía a un estimado dado por el consultor y el cual ha venido variando en la ejecución del contrato, por lo que como ya lo informamos exigiremos del consultor el presupuesto definitivo.

Ahora bien, con respecto a la inexistencia de estudios previos que permitieran garantizar una adjudicación y posterior ejecución contractual, es menester aclarar que la entidad solo contaba con los estudios que la firma consultora entregó al IDRD tal y como consta en el oficio remisorio fechado del 15 de diciembre de 2003 recibido por la jefe de la División Técnica, donde se relacionan la totalidad de los estudios pactados en la cláusula 2 del contrato de consultoría No 595 de 2003, y que dicha entrega se produjo con anterioridad a la apertura de la licitación pública, la cual se produjo el día 30 de diciembre de 2003 mediante la resolución No 738.

Como se ha venido desarrollando la obra, estimamos que en efecto surgirán mayores cantidades de obra a las presupuestadas inicialmente y que esa es una realidad que debe ser atendida por el Instituto, para lo cual se requiere tomar las medidas contractuales que correspondan y pactar las adiciones del caso, teniendo en cuenta el balance que se realice de las mayores y menores cantidades de obra, así como de la ejecución de obras adicionales e ítems no previstos.
No se acepta la respuesta, por cuanto los argumentos dados por el IDRD, no desvirtúan la observación realizada por este ente de control, con respecto al hecho de haber adelantado el proceso licitatorio, sin tener el valor final del presupuesto del proyecto, por lo cual se reitera como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria.

Por lo anterior, este ente de control dio traslado de este hecho a la Personería Distrital para lo de su competencia y debe ser incluido por la entidad en el Plan de Mejoramiento que suscriba con la Contraloría de Bogotá.

2.2.3.2.3.  Se determinó que el plazo dado a la firma consultora para los ajustes, supera el plazo contractual otorgado (45 días), sin que mediara ningún otrosí modificatorio, configurando un hallazgo administrativo con alcance disciplinario y transgrediendo lo dispuesto en el artículo 4 ”De los Derechos y Deberes de la Entidades Estatales”, numerales 1, por su deber de exigir del contratista la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado y artículo 25  “Del Principio de Economía”, numeral 4, por no adelantar los trámites necesarios con austeridad de tiempo, medios y gastos e impedir dilaciones y retardos en la ejecución del contrato. De igual manera, se transgredió lo dispuesto en el artículo 2 de la ley 87 de 1993, literales a y b, en lo referente al deber a la Entidad de proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten y garantizar la eficacia, eficiencia y economía en todas las operaciones promoviendo y facilitando la correcta ejecución de las funciones y actividades definidas para el logro de la misión institucional.

Respuesta de la entidad:

“En relación con la entrega de los estudios por parte del consultor, es pertinente indicar que los diseños tanto arquitectónicos como técnicos, detalles y presupuesto fueron entregados el 15 de diciembre de 2003 y durante el tiempo posterior a dicha entrega, de acuerdo con lo establecido en el numeral 17 de la Cláusula Segunda del contrato de consultoría, se han venido realizando conjuntamente con sus asesores, los ajustes y ampliaciones de los conceptos necesarios para dar claridad al diseño, siendo resultado de ello una variación en las cantidades y valores finales del proyecto. Como consecuencia de lo anterior, este Instituto requerirá al diseñador explicaciones sobre las variaciones del presupuesto definitivo de obra y sobre el cumplimiento de sus obligaciones, con el fin de determinar las acciones legales que contra él sean procedentes en razón de las observaciones planteadas por ese organismo de control.”

No se acepta la respuesta, por cuanto los argumentos dados por el IDRD, no desvirtúan las observaciones realizadas por este ente de control, en relación con la fecha de entrega de los ajustes solicitados por el Instituto a los resultados de la consultoría, razón por la cual se reitera hallazgo con incidencia disciplinaria.

Por lo anterior, este ente de control dio traslado de este hecho a la Personería Distrital para lo de su competencia y debe ser incluido por la entidad en el Plan de Mejoramiento que suscriba con la Contraloría de Bogotá.

2.2.3.2.4.  Dentro de los informes remitidos para ajustes, no se observa ningún requerimiento del IDRD al Consultor en lo referente al trámite de los permisos ante las entidades competentes, de acuerdo a lo establecido en las cláusulas contractuales, evidenciándose falta de gestión y seguimiento por parte del Instituto, configurando un hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria y transgrediendo lo dispuesto en el artículo 4 ”De los Derechos y Deberes de la Entidades Estatales”, numerales 1., por su deber de exigir del contratista la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado. De igual manera, se transgredió lo dispuesto en el artículo 2 de la ley 87 de 1993, numerales a y b, en lo referente al deber a la Entidad de proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten y garantizar la eficacia, eficiencia y economía en todas las operaciones promoviendo y facilitando la correcta ejecución de las funciones y actividades definidas para el logro de la misión institucional.

Respuesta de la entidad:

“Frente a la afirmación de la ausencia de gestión por parte de la supervisión del contrato, al presente escrito se anexan 9 actas de comité de obra, suministradas por la Subdirección Técnica de Construcciones, donde se observa que como tema de comité se trató lo relativo a los permisos de las diferentes Empresas de Servicios Públicos.”

No acepta la respuesta, por cuanto los argumentos dados por el IDRD, no desvirtúan el hecho de que se evidenció falta de gestión por parte del instituto al no requerir al Consultor por el incumplimiento de sus obligaciones contractuales, en este caso, con relación respecto al trámite de los permisos ante las entidades competentes, además, las actas que se anexan son del contrato de obra N° 017 de 2003 y no de este contrato de consultoría, por lo cual se reitera hallazgo con incidencia disciplinaria.

Por lo anterior, este ente de control dio traslado de este hecho a la Personería Distrital para lo de su competencia y debe ser incluido por la entidad en el Plan de Mejoramiento que suscriba con la Contraloría de Bogotá.

2.2.4. Contratos de Arrendamiento de  Parqueaderos 

En cumplimiento del Plan de Auditoria PAD 2003-3004, se adelantó una  Auditoria Especial  a los contratos de arrendamiento, de terrenos del distrito capital para uso exclusivo de parqueaderos, suscritos por el IDRD.

En ejecución de este proceso se seleccionaron los contratos 315 de 1996, 385 de 1997 y 386 de 1997. Producto de esta auditoria se evidenciaron las siguientes situaciones:

2.2.4.1. Contrato de arrendamiento 315 de agosto 5 de 1996:
Suscrito entre Guillermo Peñalosa Londoño, en calidad de Director y representante legal del IDRD y Roberto González Caballero, Gerente y Representante Legal de la firma Parqueaderos Internacionales Parking Internacional Ltda. Cuyo Objeto era “El Instituto entrega a título de arrendamiento en forma exclusiva y el arrendatario lo recibe en la misma forma, un parqueadero ubicado en el Parque Metropolitano Simón Bolívar”, con una duración de cinco (5) años, contados a partir de la suscripción del acta de entrega del inmueble y por  valor total de   $90.000.000. 

Es preciso señalar que éste contrato tuvo modificaciones a través de Acta modificatoria  N°1, suscrita el 21 de mayo de 1997,  entre IRMA YOLANDA PULIDO CASTRO, en su condición de Subdirectora de Recreación y Parques, quien fue delegada mediante Resolución 0169 del 4 de febrero de 1997 y Roberto González Caballero, Representante Legal Parqueaderos  Internacionales Parking Internacional Ltda. Mediante esta Acta se modificaron las  cláusulas: CUARTA, Parágrafo segundo; SEPTIMA,  literal c)  y  DECIMA PRIMERA.
CUADRO 9

CRONOGRAMA DE EJECUCIÓN DEL CONTRATO DE ARRENDAMIENTO N° 315/96 

CONCEPTO
FECHAS

FECHA DE SUSCRIPCIÓN 
Agosto 5 de 1.996

CONTRATISTA
Parking International Ltda.

PARQUEADERO
Parque Simón Bolívar

FECHA DE INICIO
Agosto 27 de 1.996

FECHA DE TERMINACION 
Agosto 26 de 2.001

PERIODO DE EXPLOTACIÓN DE HECHO
De: Agosto 27 de 2.001

A: Mayo 26 de 2004.

CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS SIN NÚMERO SUSCRITO CON CAFAM 
Septiembre 11 de 1.997

FECHA DE INICIO
Noviembre 05 de 1.997

FECHA DE CESIÓN CONTRATO DE PARQUEADEROS A CAFAM
Noviembre 05 de 1.997

FECHA DE TERMINACION CONTRATO CAFAM 
Noviembre 04 de 2.002

FUENTE: contrato 315/96 y contrato de prestación de servicios con CAFAM

De acuerdo con la ejecución planteada del contrato en estudio,  ésta expiraba en agosto 26 de 2001 Considerando además, la cláusula vigésima sexta sobre la improrrogabilidad del mismo, de donde se deduce la inexistencia legal.  Empero advierte la auditoria, que el arrendatario de hecho ha venido explotando el bien público, lo cual debe generar una contraprestación pecuniaria al IDRD, la cual, de conformidad con las reglas comerciales  que rigen la materia y de acuerdo a un estudio técnico de ocupación de los parqueaderos, sin que a la fecha se haya devuelto el bien ni hayan ingresado a la Tesorería del IDRD los dineros correspondientes a dicha explotación. 

Esta Dirección de Control Fiscal determinó que los anteriores hechos de conformidad con el artículo 6° de la Ley 610 de 2000 se constituyen en un hallazgo Administrativo con incidencia fiscal por la suma de $581.343.840. Cifra  que se detalla a continuación:

CUADRO 10

CONTRATO 315/96  IDRD- PARQUEADEROS INTERNACIONALES - PARKING INTERNATIONAL 

DETERMINACIÓN VALORES DEJADOS DE RECAUDAR  POR EXPLOTACIÓN DE HECHO LTDA

Pesos

PERIODO 
AÑO 
INGRESO MENSUAL


N° MESES


VALORES A RECAUDAR S/N AUDITORIA
VRS RECAUD. S/N RECIBOS DE CAJA IDRD


SALDO POR RECAUDAR POR AÑO 



DESDE


HASTA



POR PERIODO
POR AÑO



Agosto 27/2001
Diciem. 26/2001
2.001
17.616.480
4
70.465.920
70.465.920
0
70.465.920

Diciemb. 27/2001
Agosto 26/2002
2.002
17.616.480
8
140.931.840
 

 

Agosto 27/2002
Octubre 26/2002

17.616.480
2
35.232.960
 
 
 

Octubre 27/2002
Diciem. 26/2002

17.616.480
2
35.232.960
211.397.760
0
211.397.760

Diciemb. 27/2002
Agosto 26/2003
2.003
17.616.480
8
140.931.840
 

 

Agosto 27/2003
Diciem. 26/2003

17.616.480
4
70.465.920
211.397.760
0
211.397.760

Diciemb.

27/2003
Mayo 26/2004
2.004
17.616.480
5
88.082.400
88.082.400
0
88.082.400

 TOTAL 
33
581.343.840
581.343.840
0
581.343.840

FUENTE: estudio de ocupación de parqueaderos

Respuesta de la entidad:

Acciones que ha adelantado el IDRD para salvaguardar los recursos originados en el uso y explotación de los parqueaderos relacionados:

“Hasta el momento la Administración con respecto al contrato 315 de 1996, ha procedido a cobrar las sumas adeudadas y los respectivos intereses moratorios, lo cual como se mencionó ya fueron cancelados por el contratista a través de CAFAM, dineros que ingresarán al Instituto una vez se expida la cuenta de cobro respectiva, gestión que de igual forma se encuentra adelantada y para lo cual la Subdirección Técnica de Parques expidió memorando dirigido a la Subdirección Técnica Administrativa y Financiera, para que proceda a la elaboración y remisión de la misma”. 
La respuesta de la administración ratifica el hallazgo, y  deja en evidencia que la administración ha actuado de manera  negligente al permitir  que la firma PARQUEADEROS INTERNACIONALES PARKING INTERNACIONAL LTDA  se encuentre explotando de hecho el parqueadero del Parque Simón Bolívar sin que por este concepto haya ingresado dineros a la Tesorería del IDRD ni se hayan efectuado gestiones efectivas para la recuperación del mismo.

Por lo anterior, se ratifica el  hallazgo administrativo con incidencia fiscal del cual se dio traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de esta Contraloría y debe ser incluido por el IDRD en el Plan de Mejoramiento que suscriba con este organismo de control.

2.2.4.2.   Contrato de arrendamiento 386 de agosto de 1997:

Suscrito entre IRMA YOLANDA PULIDO CASTRO, identificada con C.C. N° 51’937.849 de Bogotá, obrando en su condición de Subdirectora de Recreación y Parques del IDRD y ANTONIO LOPEZ identificado con C.C. N° 17’128.620 de Bogotá, actuando en su condición de Gerente y representante legal de la firma PARQUEADEROS LA SABANA LIMITADA, cuyo Objeto es “ El Instituto entrega a título de arrendamiento en forma exclusiva y el arrendatario lo recibe en la misma forma, un parqueadero ubicado en el Parque Deportivo El Salitre el cual comprende dos áreas de terreno: una de 650m2 y la otra 1.092m2; con una duración de cinco (5) años, contados a partir de la suscripción del acta de entrega del inmueble y por un valor de $60.000.000. 

Es preciso señalar que el IDRD cedió los  contratos 315 y 386, el 30 de octubre de 1997 a la Caja de Compensación CAFAM, los cuales producirían efectos a partir del cinco (5) de noviembre de 1997. Sin embargo, revisadas las actas de entrega, fechadas el 5 de noviembre de 2002, se registra entrega de los respectivos  parques,  Simón Bolívar y salitre,  por parte de CAFAM al Instituto, quedando pendiente por entregar los parqueaderos, de modo que no hay evidencia de entrega formal de los parqueaderos en mención por parte de CAFAM al Instituto.  Razón por la cual,  quien debe liderar, independientemente de que CAFAM adelante gestiones en el mismo  sentido, la recuperación del mismo es del IDRD.  

CUADRO 11

CRONOGRAMA DE EJECUCIÓN DEL CONTRATO DE ARRENDAMIENTO N° 386/97

FECHA DE SUSCRIPCIÓN 
Agosto 26 de 1.997

CONTRATISTA
Parqueaderos Sabana Ltda.

PARQUEADERO
Parque Deportivo El Salitre

FECHA DE INICIO
Septiembre 03 de 1.997

FECHA DE TERMINACION 
Septiembre 02 de 2.002

PERIODO DE EXPLOTACIÓN DE HECHO
De: Septiembre 03 de 2.002

A: Junio 02 de 2004.

CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS SIN NÚMERO SUSCRITO CON CAFAM 
Septiembre 11 de 1.997

FECHA DE INICIO
Noviembre 05 de 1.997

FECHA DE CESIÓN CONTRATO DE PARQUEADEROS A CAFAM
Noviembre 05 de 1.997

FECHA DE TERMINACION CONTRATO CAFAM 
Noviembre 04 de 2.002

FUENTE: contrato 386/97 y contrato de prestación de servicios con CAFAM

Desde la fecha de suscripción del contrato hasta la fecha de terminación del mismo, contemplando el valor histórico actualizado y los correspondientes intereses se determinó que por concepto de la ejecución del Contrato 386 de 1.997, a la fecha existe un valor dejado por cobrar por la suma de $2.058.688, el cual de determinó así:

CUADRO 12

AÑO
SALDO POR RECAUDAR
VALOR ACTUAL A ABRIL 30/2004
INTERESES A MAYO 31/2004
TOTAL

2002
1.630.928
1.759.562
299.126
2.058.688

TOTAL
1.630.928
1.759.562
299.126
2.058.688

Pesos

FUENTE: Listado de pagos efectuado al IDRD

Teniendo en cuenta que el plazo de ejecución del contrato 386 de 1997 terminó el 02 de septiembre de 2002 y considerando además, la cláusula vigésima cuarta sobre la improrrogabilidad del mismo, de donde se deduce la inexistencia legal del contrato. La auditoria advierte, que el arrendatario de hecho ha venido explotando el bien público, lo cual debe generar una contraprestación pecuniaria al IDRD, la cual, de conformidad con las reglas comerciales  que rigen la materia y de acuerdo a un estudio técnico de ocupación de los parqueaderos, sin que a la fecha se haya devuelto el bien ni hayan ingresado a la Tesorería del IDRD los dineros correspondientes a dicha explotación.

CUADRO 13

CONTRATO 386/97  IDRD - PARQUEADEROS LA SABANA LTDA.

DETERMINACIÓN VALORES DEJADOS DE RECAUDAR EXPLOTACIÓN DE HECHO

Pesos

PERIODO
AÑO
INGRESO MENSUAL


N° MESES


VALORES A RECAUDAR S/N AUDITORIA
VRS RECAUD. S/N RECIBOS DE CAJA IDRD
SALDO POR RECAUDAR POR AÑO 

DESDE


HASTA





POR PERIODO
POR AÑO



Septiem. 03/2002
Noviem. 02/2002
2.002
7.562.760
2
15.125.520
 
 
 

Noviem. 03/2002
Enero 02/2003

7.562.760
2
15.125.520
30.251.040
0
30.251.040

Enero 03/2003
Septiem. 02/2003
2.003
7.562.760
8
60.502.080
 
 
 

Septiem. 03/2003
Enero 02/2004

7.562.760
4
30.251.040
90.753.120
0
90.753.120

Enero 03/2004
Junio 03/2004
2.004
7.562.760
5
37.813.800
37.813.800
0
37.813.800

TOTAL
21
158.817.960
158.817.960
0
158.817.960

FUENTE: estudio de ocupación de parqueaderos

Esta Dirección de Control Fiscal determinó que los anteriores hechos de conformidad con el artículo 6° de la Ley 610 de 2000 se constituyen en un hallazgo Administrativo con incidencia disciplinaria y fiscal por la suma de $160.876.648

Respuesta de la entidad:

“Acciones que ha adelantado el IDRD para salvaguardar los recursos originados en el uso y explotación de los parqueaderos relacionados:

El IDRD, requirió al contratista para aclarar la situación relacionada con la falta de un recibo de caja que acredite el pago de un canon mensual de arrendamiento en cada contrato, lo que en caso de no existir deberá cancelar el mismo con los respectivos intereses moratorios generados.

Las anteriores gestiones se han desarrollado partiendo de las sumas que el Instituto en aplicación de los contratos y la normatividad vigente considera se deben por la explotación de los parqueaderos del caso.

Entre los valores efectivamente cancelados y los que debieron haberse percibido en ejecución del contrato en mención, se presenta una diferencia de Un millón de pesos M/cte ($1.000.000.oo), correspondientes al canon de arrendamiento que no acredita recibo soporte del período Octubre 26 a Noviembre 25 de 1997.

Con el fin de aclarar la situación presentada, el IDRD procedió a enviar oficio mediante el cual se le requiere al Contratista, Parqueaderos La Sabana Ltda., la cancelación del respectivo canon, por no contar con el recibo soporte del caso. La suma exigida al Contratista, considera el IDRD, debe ser de Un millón setecientos noventa y cuatro mil pesos M/cte ($1.794.000.oo), incluyendo los intereses moratorios causados hasta el 18 de Junio de 2004, a razón del interés legal del 1% mensual contemplado en el inciso segundo, del numeral 8, del artículo 4 de la Ley 80 de 1993, en concordancia con el artículo 1617 del Código Civil.”
La respuesta de la administración ratifica el hallazgo, y deja en evidencia que la administración ha actuado de manera  negligente al permitir  que la firma PARQUEADEROS LA SABANA LIMITADA se encuentre explotando de hecho el parqueadero del Parque El Salitre sin que por este concepto haya ingresado dineros a la Tesorería del IDRD ni se hayan efectuado gestiones efectivas para la recuperación del mismo

Por lo anterior, se ratifica hallazgo administrativo con incidencia fiscal y disciplinaria, del cual se dio traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de esta Contraloría y a la Personería Distrital para lo pertinente. Este hecho debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento que suscriba el IDRD con este organismo de control fiscal.

2.2.4.3. Contrato de arrendamiento 385 de agosto de 1997:
Suscrito entre IRMA YOLANDA PULIDO CASTRO, identificada con C.C. N° 51’937.849 de Bogotá, obrando en su condición de Subdirectora de recreación y Parques del IDRD y ANTONIO LOPEZ identificado con C.C. N° 17’128.620 de Bogotá, actuando en su condición de Gerente y representante legal de la firma PARQUEADEROS LA SABANA LIMITADA,  cuyo Objeto es “El Instituto entrega a título de arrendamiento en forma exclusiva y el arrendatario lo recibe en la misma forma, dos parqueaderos ubicados en el Parque la Florida; con una duración de cinco (5) años, contados a partir de la suscripción del acta de entrega del inmueble y por valor de $48.000.000: 

CUADRO 14

CRONOGRAMA DE EJECUCIÓN DEL CONTRATO DE ARRENDAMIENTO N° 385/97

FECHA DE SUSCRIPCIÓN 
Agosto 26 de 1.997

CONTRATISTA
Parqueaderos Sabana Ltda.

PARQUEADERO
Parque La Florida

FECHA DE INICIO
Septiembre 03 de 1.997

FECHA DE TERMINACION 
Septiembre 02 de 2.002

PERIODO DE EXPLOTACIÓN DE HECHO
De: Septiembre 03 de 2.002

A: Junio 02 de 2004.

 FUENTE: Contrato 385/97

Desde la fecha de suscripción del contrato hasta la fecha de terminación del mismo, contemplando el valor histórico actualizado y los correspondientes intereses se determinó que por concepto de la ejecución del Contrato 385 de 1.997, a la fecha existe un valor dejado por cobrar por la suma de $2.135.211, el cual de determinó así:

CUADRO 15

Pesos
AÑO
SALDO POR RECAUDAR
VALOR ACTUAL A ABRIL 30/2004
INTERESES A MAYO 31/2004
TOTAL

1997
800,000
1,206,334
928,877
2,135,211

TOTAL
800,000
1,206,334
928,877
2,135,211

FUENTE: Listado de pagos efectuado al IDRD

Del mismo modo, al tener en cuenta que el plazo de ejecución del contrato 385 de 1997 terminó el 02 de septiembre de 2002 y considerando además, la cláusula vigésima cuarta, sobre la improrrogabilidad del mismo, de donde se deduce la inexistencia legal del contrato. La auditoria advierte, que el arrendatario de hecho ha venido explotando el bien público, lo cual debe generar una contraprestación pecuniaria al IDRD, la cual, de conformidad con las reglas comerciales  que rigen la materia y de acuerdo a un estudio técnico de ocupación de los parqueaderos, sin que a la fecha se haya devuelto el bien ni hayan ingresado a la Tesorería del IDRD los dineros correspondientes a dicha explotación.

CUADRO 16

CONTRATO 385/97  IDRD - PARQUEADEROS LA SABANA LTDA.

DETERMINACIÓN VALORES DEJADOS DE RECAUDAR  POR  EXPLOTACIÓN DE HECHO

Pesos

PERIODO 
AÑO 
INGRESO MENSUAL


N° MESES


VALORES A RECAUDAR S/N AUDITORIA
VRS RECAUD. S/N RECIBOS DE CAJA IDRD


SALDO POR RECAUDAR POR AÑO 

DESDE


HASTA





POR PERIODO
POR AÑO



 Sept. 03/2002
Enero 02/2003
2.002
5.071.800
4
20.287.200
20.287.200
1.404.910
18.882.290

Enero 03/2003
Sept. 02/2003
2003
5.071.800
8
40.574.400
 
 
0

 Sept. 03/2003
Enero 02/2004

5.071.800
4
20.287.200
60.861.600
 
60.861.600

Enero 03/2004
Mayo 02/2004
2004
5.071.800
5
25.359.000
25.359.000
0
25.359.000

 TOTAL
21
106.507.800
106.507.800
1.404.910
105.102.890

FUENTE: estudio de ocupación de parqueaderos

Esta Dirección de Control Fiscal determinó que los anteriores hechos de conformidad con el artículo 6° de la Ley 610 de 2000 se constituyen en un hallazgo Administrativo con incidencia disciplinaria y fiscal por la suma de $107.238.101.

Respuesta de la entidad:

Acciones que ha adelantado el IDRD para salvaguardar los recursos originados en el uso y explotación de los parqueaderos relacionados:

“El IDRD, requirió al contratista para aclarar la situación relacionada con la falta de un recibo de caja que acredite el pago de un canon mensual de arrendamiento en cada contrato, lo que en caso de no existir deberá cancelar el mismo con los respectivos intereses moratorios generados.

Las anteriores gestiones se han desarrollado partiendo de las sumas que el Instituto en aplicación de los contratos y la normatividad vigente considera se deben por la explotación de los parqueaderos del caso.

Con respecto a este contrato, nuevamente nos permitimos comunicarles, que se encuentra en proceso de aclaración el canon de arrendamiento correspondiente al período comprendido entre el 26 de Noviembre y el 26 de Diciembre de 1997, que ascendía a la suma de ochocientos mil pesos M/cte ($800.000.oo).

Con el fin de aclarar la situación presentada, el IDRD procedió a enviar oficio mediante el cual se le requiere al Contratista, Parqueaderos La Sabana Ltda., la cancelación del respectivo canon, por no contar con el recibo soporte del caso. La suma exigida al Contratista, considera el IDRD, debe ser de Un millón cuatrocientos diecinueve mil doscientos pesos M/cte ($1.419.200.oo), incluyendo los intereses moratorios causados hasta el 18 de Junio de 2004, a razón del interés legal del 1% mensual contemplado en el inciso segundo, del numeral 8, del artículo 4 de la Ley 80 de 1993, en concordancia con el artículo 1617 del Código Civil”. 

La respuesta de la administración ratifica el hallazgo, y  deja en evidencia que la administración ha actuado de manera  negligente al permitir  que la firma PARQUEADEROS LA SABANA LIMITADA se encuentre explotando de hecho el parqueadero del Parque La Florida sin que por este concepto haya ingresado dineros a la Tesorería del IDRD ni se hayan efectuado gestiones efectivas para la recuperación del mismo

Por lo anterior se ratifica hallazgo administrativo con incidencia fiscal y disciplinaria, por lo cual se dio traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de esta Contraloría y a la Personería Distrital para lo pertinente. Este hecho debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento que suscriba el IDRD con este organismo de control fiscal.

2.2.5. Evaluación convenios interadministrativos sucritos entre el Instituto Distrital para la Recreación y el Deporte (IDRD) y el FONDO FINANCIERO DE PROYECTOS DE DESARROLLO (FONADE).

De esto convenios, se seleccionaron tres (3), C.I. No 199038/99-  Construcción parque Chuniza – Famaco (Usme), C. I. No 199083/2000- Parque Lineal Albina (Rafael Uribe Uribe) y  C.I. No 199087/2000  varios predios; de estos convenios se solicitó documentación  y se practicaron visitas de carácter fiscal, en las cuales se evaluó la calidad de las obras ejecutadas o la existencia de los predios que se relacionaban como adquiridos para futuros parques distritales. Producto de estas visitas se pudo encontrar lo siguiente:

2.2.5.1. Convenio interadministrativo No 199038/99- “Administrar, asesorar y ejecutar la parte del Proyecto Desarrollo e Infraestructura de parques y escenarios considerada como etapa preparatoria del proyecto consistente en los estudios técnicos, obras de urbanismo, adecuación, amoblamiento y dotación del predio ubicado en el inmueble conocido como Chuniza o Famaco en la localidad de Usme…”

Valor inicial: $3.000.000.000 

[image: image1.jpg][image: image2.jpg]
Foto No 1 y 2. Aspecto actual del parque; se aprecia puente y senderos peatonales construidos.

Si bien se observa se desarrollo una gran obra como lo muestran las anteriores fotos, se debe decir que se encontraron algunas fallas relacionadas con la misma, como se muestra a continuación:
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Fotos No 3 y  4.  Los canales de desagües se encuentran totalmente obstruidos por desechos.
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Foto No 5 y 6. Deterioro de senderos en adoquín y bancas en concreto.

Estas fallas se constituyen en un hallazgo de tipo administrativo, a las cuales el IDRD debe gestionar IDRD su reparación o solución, o en su defecto hacer efectiva la póliza de estabilidad de la obra. De no realizarse ninguna de estas actuaciones, se consideraría la incidencia fiscal y por ende un posible detrimento al Patrimonio Distrital.  Este hecho se debe incluir en el Plan de Mejoramiento que suscriba la entidad con este organismo de control.

2.2.5.2. Convenio  Interadministrativo No 199083/2000- FONADE se compromete en relación con el proyecto Parque Lineal que comunica los proyectos lineales de Tunjuelito y Fucha a prestar los servicios gerenciales, técnicos, jurídicos. Administrativos y las asesorías necesarias para la ejecución del mencionado proyecto, ubicado en el sector de Tunjuelito del Distrito Capital…” Valor Inicial:$2.300.000.000.

La  obra ejecutada presenta fallas en la capa de rodadura asfáltica de la ciclorruta, observando fisuras y deficiente confinamiento del adoquín de arcilla instalado como se puede  observar en las siguientes fotografías:
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Foto 7 y 8. Carrera 14 C con calle 31 B Bis hasta placa No 14C - 75
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Foto No 9 y 10. Fisuras calle 31 A sur con carrera 15 y  deficiente confinamiento y emboquillado del adoquín de arcilla en algunos tramos de la obra.
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Foto Nº 11. Fisuras frente a vivienda con Placa Nº 15- 81 con calle 31  A sur

Estas fallas se constituyen en un hallazgo de tipo administrativo, a las cuales el IDRD debe gestionar IDRD su reparación o solución, o en su defecto hacer efectiva la póliza de estabilidad de la obra. De no realizarse ninguna de estas actuaciones, se consideraría la incidencia fiscal y por ende un posible detrimento al Patrimonio Distrital. 

Por lo anterior, se debe incluir este hecho en el Plan de mejoramiento que suscriba la entidad con este ente de control.

2.2.5.3. Convenio interadministrativo No 199087/2000. “Administrar, asesorar y ejecutar parte del proyecto de inversión de desarrollo e infraestructura de parques y escenarios deportivos del Distrito Capital, …; la actividad que desplegará FONADE incluye entre otras, las promesas de compraventas, y la realización de obras de urbanismo, amoblamiento, adecuaciones…”  Valor Inicial: $2.760.671.840

Se practicaron visitas a los predios adquiridos para los parques, ubicados en varias localidades del Distrito, donde se realizó compra, diseño de parque, cerramientos en alambre de púas y en algunos la construcción de obras. Estos parques son los siguientes: 

Parque Brasilia (Usme), Parque Supermanzana 12 A (Kennedy), Parque Caminos de San Lorenzo, Parque Entrenubes (Rafael Uribe), Parque Morato, predio Illimani (Ciudad Bolívar), predio Las Margaritas (Bosa), Predio Tibanica-  Bosa, Predio La Esperanza – Bosa, predio Buenavista- Ciudad Bolívar, predio La Joya- Ciudad Bolívar, predio El Ensueño, Parque San Cayetano, predio San José de Bavaria – Suba, Parque Las Flores, Parque El Portal en las instalaciones de la Cárcel La Picota, predio Villa Alemania y predio Fontanar del Río .

2.2.5.3.1. De las observaciones relevantes de este convenio se tiene la ejecución del contrato de obra FONADE No 2040176, para la construcción del parque Supermanzana 12 A de Kennedy: 

PARQUE SUPERMANZANA 12 A KENNEDY
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Fotos 12 y 13.
Dentro del proceso auditor, se atendió una queja relacionada con presuntas irregularidades en la contratación de las obras que se ejecutan mediante el contrato No 2040176,  suscrito por el Fondo Financiero de proyectos de Desarrollo (FONADE) y el Consorcio Parque Kennedy, dentro del convenio interadministrativo No 199087, realizado con el Instituto Distrital para la Recreación y el Deporte (IDRD), donde se encontró lo siguiente: 

· Se solicitó la información relacionada con las obras que se adelantan en el parque del Barrio Supermanzana 12 A de la localidad de Kennedy al IDRD, estableciendo que el valor inicial del contrato es de $162.185.776, contrato al cual no se ha realizado ni ninguna adición en  valor o tiempo. 

· Posteriormente, se efectuó inspección ocular el  día 13  de agosto del año en curso al sitio de ejecución de la obras,  pudiendo verificar que las mismas  presentan un avance del 90% y cuya terminación se debe dar el día 13 de septiembre de 2004.

· Se efectuó un análisis de los precios pactados en el contrato con precios promedio del mercado (Revista Construdata de diciembre 2003 - febrero 2004 y precios unitarios IDU julio 2004), tomando los ítems más representativos, encontrando lo siguiente: 

Item 2.2 y 2.3 “Adoquín tipo tolete para pendientes menores del 5% con estructura sub- base IDU gradación A-B (B400 de SOP y/o  SBG de Invías e= 0.20 +base  IDU gradación C-D (B600 de SOP  y/o BG- 1 o BG-2 de Invías, e=0.15 +adoquín/arena e=0.09 (Tabla 5-1, tipo suelos blandos), incluye excavación compactación fondo de la excavación, geotextil ST 300  y/o T-2100  y retiro de material producto de la excavación residuos de construcción”.

Este ítem a precio de contrato está pactado por m2 por un valor de $45.000; observados los precios unitarios del IDU y Construdata, este ítem tendría un costo directo de $34.885.7, sin incluir dicho valor actividades como instalación de geotextil ($3.829.69), excavación ($5.906) ni retiro de material producto de la excavación ($2.259.4) y base B600 ($7.009.5) que en su conjunto sumarían un precio unitario total de $53.890.29 en los precios de referencia.

Ítem 2.04 “Bordillo prefabricado A–80 en concreto h= 0.35 b= 0.19, incluye excavación, B400, concreto pobre, mortero de pega, atraque en B400 y retiro de material producto de la excavación”.  

Este ítem a precio de contrato esta pactado por un valor de $23.250 ml y en los precios de referencia aparece con precio unitario de $29.741.37 ml (IDU) y 33.650 ml (Construdata), es decir que se habría pactado por un valor más bajo a los tomados como referencia.

En conclusión,  no se observó un aumento considerable  de los precios pactados dentro del contrato No 2040176, que representen alguna irregularidad y por ende detrimento al Patrimonio Distrital.

2.2.5.3.2. De otra parte, aún cuando la obra al momento de la inspección ocular no ha sido  entregada al IDRD, se apreciaba hundimiento en la zona de adoquinamiento en arcilla localizada en la carrera 79 con Av. Calle 3 - costado de la Avenida de las Américas, probablemente causado por el ingreso de algún vehículo pesado, por lo cual se requirió  al  IDRD con el fin de que se subsanara la falla observada, como finalmente lo hizo.

3. ANEXOS

4.1. CUADRO DE HALLAZGOS DETECTADOS Y COMUNICADOS
TIPO DE HALLAZGO
CANTIDAD
VALOR
REFERENCIACION

*ADMINISTRATIVOS (sin incidencia fiscal, disciplinaria ni penal)

2
NA
2.2.5.1., 2.2.5.2., 

FISCALES
8
$24.835’,3
2.2.1.2.1., 2.2.1.2.2., 2.2.1.2.3., 2.2.1.2.4., , 2.2.3.1., 2.2.4.1. 2.2.4.2., 2.2.4.3.,

DISCIPLINARIOS


14
NA
2.2.1.1.2., 2.2.1.2.1.,  2.2.1.2.2., 2.2.1.2.3., 2.2.1.2.4., 2.2.1.2.5., 2.2.1.2.6., 2.2.3.1., 2.2.3.2.1, 2.2.3.2.2.,  2.2.3.2.3., 2.2.3.2.4.,., 2.2.4.2., 2.2.4.3. 

PENALES


2
NA
2.2.1.1.1., 2.2.1.2.5., 

TOTAL
26



NA: No aplica.

* Los hallazgos administrativos correspondientes a la evaluación del Sistema de Control Interno fueron comunicados en el informe final de la Auditoría Modalidad Abreviada. 














































































































































































































































� Valor tomado del Plan de Inversión presentado por Reforestación y Parques que asciende a un total de $47.915 millones.
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